Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierto el acto. 
(Son las 17:05). 


Antes de recibir a las tres delegaciones que están agendadas para hoy —a último momento 
incorporamos, también, al comisionado parlamentario porque nos pareció oportuno, debido a algunas 
situaciones concretas que se estaban desarrollando, y porque nos lo había solicitado para compartir un 
informe con la comisión— quiero decir que en varias reuniones de la comisión habíamos quedado en 
definir el vicepresidente. Si hay posibilidades, creemos que es oportuno designarlo hoy. 


SEÑOR ABDALA.- Eso hay que resolverlo, pero no sé si en este momento tenemos el cuórum 
necesario. Igualmente, dejamos hecha la propuesta de designar, como vicepresidente, al señor 
senador Guillermo Besozzi. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, si existe acuerdo en ese sentido estaríamos considerando 
después, la propuesta del señor representante Abdala para que el senador Besozzi pueda asumir la 
Vicepresidencia de la comisión. 


Léase los asuntos entrados. 
(Se leen). 


«Programa de Educación en Contextos de Encierro. Informe cualitativo de la estadística 
anual 2015. 


Unidad n.* 9 “El Molino”.— 2 Informes: 1) del equipo de gestión del Sistema de Atención 
Integral a Personas Privadas de Libertad, en referencia a una serie de cuadros respiratorios graves en 
niños alojados en dicho establecimiento y 2) del Área de Infraestructura del Ministerio del Interior, 
referente a las condiciones edilicias de dicho establecimiento. 


Nota de fecha 3 de junio, con información enviada por la asesora del señor Ministro del 
Interior, señora Rosario Burghi, en el cual señala la presencia de mujeres embarazadas, niñas y niños 
por unidad de internación. 


Oficio n.* 057/2016, de 27 de mayo de 2016, enviado por el señor Comisionado 
Parlamentario, Dr. Juan Miguel Petit, al señor Intendente Municipal de Montevideo, Ing. Daniel 
Martínez, respecto a la plaga de roedores y a las dificultades para evacuar los residuos en la Unidad 
n.* 4 — Comcar, ubicado en Santiago Vázquez. 


Nota de 20 de junio de 2016 del señor Comisionado Parlamentario, Dr. Juan Miguel Petit por 
la que solicita una reunión urgente con la Comisión, sobre la situación de los módulos 8, 10 y 11 del 
Comcar. 


Material entregado por las organizaciones vinculadas a las mujeres privadas de libertad que 
se encuentran en la Unidad n.* 9 “El Molino”: 


Informe de Serpaj 2015 (páginas 166 a 171). 


—Informe de la Comisión de Género del INR sobre la situación actual de la Unidad n.* 9 “El 
Molino”. 


- Informes n**- 49 y 53 sobre la situación de las mujeres privadas de libertad en la Unidad de 
Internación n.* 5 “femenino”. 


—Informe sobre estado y situación y recomendaciones sobre la Unidad de Internación n.” 5 
“femenino” y el Centro Metropolitano Femenino (Unidad  n.* 5), realizado por el señor Comisionado 
Parlamentario, Dr. Juan Miguel Petit». 


Todos estos informes fueron enviados vía correos electrónicos y repartidos a los despachos. 
Ahora se han vuelto a distribuir por si se los quería tener a mano en virtud de las visitas agendadas. 


—Quiero agradecer el trabajo de la Secretaría porque es importante que todos estos planteos a 
los que se hacía referencia estén aquí, en carpeta. 


Confirmamos que mañana saldríamos de la puerta del Senado a las 13 horas para hacer la 
visita al centro n.” 5. Creo que después de las entrevistas del día de hoy, si hay necesidad, tendríamos 
disponible el último viernes del próximo mes para hacer una reunión especial con algunos legisladores 
a los efectos de fijar una visita a algún otro establecimiento que creamos conveniente. Incluso, para 
esa fecha, ya contaríamos con algún informe del Ministerio del Interior al que, independientemente del 
motivo de esta convocatoria y en virtud de algunos hechos que han ocurrido en estos últimos días, le 
solicitamos que nos trajera hoy la información correspondiente. 


Como estamos con número suficiente, corresponde designar al vicepresidente. 

Se va a votar la propuesta formulada oportunamente, es decir, al señor senador Besozzi. 
(Se vota). 

—7 en 8. Afirmativa. 


Ahora estamos en condiciones de recibir a la primera delegación. 


(Ingresan a Sala representantes de la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad y 
de la Junta de Tratamiento de la Unidad N.?* 9 El Molino). 


—Tenemos el agrado de recibir a un colectivo de organizaciones vinculadas a la temática de 
mujeres privadas de libertad, agrupadas en la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad y 
en la Junta de Tratamiento de la Unidad N.* 9 El Molino. Están presentes Susana Regent, Soledad 
González, Natalia Laino, Mauro Tomasini, Juan Fumeiro y Valeria Caggiano. 


SEÑORA REGENT.- Soy vecina de la zona, e integro un grupo pequeño de gente que se acercó 
cuando se instaló El Molino a los efectos de mediar con el barrio en cuanto a la aceptación de esa 
instalación. A partir de ese momento seguimos vinculados y hemos realizado diferentes actividades 
dado que muchos de los que integramos este grupo estamos relacionados con el sistema educativo y 
con acciones de tipo social y socioeducativo de la zona. Hemos puesto a disposición estos recursos 
para el crecimiento creativo y recreativo de los gurisitos y de sus mamás. A la vez, pretendemos 
posibilitar contactos familiares e institucionales en la medida que alguna de ellas tenga una referencia 
local en el proceso de salida o de reinserción. 


Nuestro trabajo fue coordinado permanentemente con el resto de los compañeros que están 
aquí presentes. Desde el lugar de los vecinos del barrio me gustaría destacar por un lado, el proceso 
de siete años durante el cual se pasó de cierta resistencia a una aceptación. 


También es importante referirnos a algo que es muy paradójico pero muy interesante ya que 
refleja la situación de El Molino. Me refiero a que mucha gente del barrio “hace dos años hicimos un 
trabajo con Facultad de Psicología y los vecinos colaboramos— ni siquiera sabía que allí estaba 
instalada una cárcel. Se preguntaban cómo era que había una cárcel si no existían motines, si no 
pasaba nada, si no había peligro, es más; creían que el edificio era de una empresa dado que en la 
puerta había servicio de seguridad. En definitiva, la gente de los barrios de La Teja y Paso Molino 
acepta pasivamente la existencia de la cárcel. Es más, cuando comenzaron a enterarse de que allí 
había niños que podían salir e ir a la escuela —hace tres años los pequeños concurrían a educación 
primaria básica— apoyaron espontáneamente dando juguetes y otras cosas, porque les parecía 
interesantísima la experiencia. 


Hemos hecho un descubrimiento en tanto seres humanos ya que cuando nos vinculamos 
inicialmente lo hicimos desde el prejuicio preguntándonos: ¿niños presos? Pero luego pasamos a 
considerar que esos gurises eran agentes de cambio de sus mamás. Eso nos cambió el alma, no solo 
la cabeza. Cabe señalar que los que formamos este grupo somos abuelos porque es en esta etapa de 
la vida cuando se tiene tiempo para dar. 


SEÑORA LAINO.- Vengo por la Facultad de Psicología. Nuestra perspectiva de trabajo en cárceles de 
mujeres, desde hace varios años, procura tomar los aportes de lo que ha sido la criminología crítica 
para salir de la cuestión del problema del individuo, del sujeto y pensar en términos más complejos 
acerca de cómo son los procesos por los que se genera la delincuencia y la criminalidad. En ese 
sentido, nuestras prácticas construyen una biografía, lo que está vinculado al estigma de las personas 
y a la reincidencia que muchas veces es parte de la vida que se comienza a construir. Se erige una 
biografía desde las diferentes prácticas que sostenemos. 


Como psicólogos somos muy críticos y nos replanteamos nuestros lugares. Comenzamos a 
trabajar en El Molino desde que se instaló y nos pareció una muy buena propuesta porque daba lugar a 
un centro determinado con características específicas para atender a las mujeres privadas de libertad 
con sus hijos. Trabajamos con los vecinos porque nos parecía fundamental incluirnos e implicarnos en 
el problema. A partir de ese momento realizamos algunas actividades en el barrio. 


Existe una frase que me parece muy oportuna que dice: «Tenemos las soluciones que 
merecemos para los problemas que nos podemos plantear». Lo que queremos hacer con las personas 
que nos vamos encontrando, es repensar el problema. 


A partir de la propuesta del traslado de la unidad penitenciaria El Molino, observamos que hay 
un retroceso en la forma de pensar el problema que, de alguna manera, sostiene la criminalidad como 
algo puramente individual. Por lo tanto, queremos plantear que la medida de la privación de libertad — 
teniendo en cuenta, además, la legislación con la que contamos— no debe ir en detrimento del vínculo 
de las mujeres con sus hijos. 


En ese sentido, El Molino fue un logro porque apostó a mantener y cuidar ese vínculo de 
formas distintas; se apostó a un determinado cuidado y a recibir a los distintos equipos de forma 
colectiva, abriéndose al barrio, para que los vecinos se incluyeran, concibiendo una forma distinta de 
pensar respecto al tema de la criminalidad y la inseguridad. 


Es así, entonces, que observamos esta medida con preocupación porque la vemos como un 
retroceso para los niños, para las mujeres, pero también porque muestra cómo estamos pensando el 
problema. No defendemos una cárcel para niños, sino que apostamos a que cada vez haya más y 
mejores tratamientos sobre el tema, donde se cuiden los vínculos de las mujeres con sus hijos, de los 
padres con sus hijos y que estos no se vean perjudicados por una medida como el encarcelamiento. 
Se deben reconocer las consecuencias que produce la prisión en la vida de las personas, de los 
familiares, de los hijos y de sus comunidades. 


SEÑOR FUMEIRO.- Integro la organización Defensa de Niñas y Niños Internacional —especializada en 
la justicia penal juvenil-, la coordinación del Comité de los Derechos del Niño y soy delegado por la 


sociedad civil del Consejo Nacional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño, Niña y el 
Adolescente. 


Nos hemos acercado recientemente a este grupo de trabajo, en el entendido de que El Molino 
está referenciado como un centro paradigmático en cuanto al tratamiento de los niños cuyas madres 
están privadas de libertad. En ese sentido, nos sumamos a la defensa de los derechos que puedan 
encontrarse vulnerados por cualquier decisión administrativa que pueda afectar los mismos. 


SEÑORA CAGGIANO.- Buenas tardes. Integro la asociación civil El Abrojo. 


Venimos participando de forma colaborativa con la unidad El Molino desde el año 2012, 
básicamente en propuestas que tienen que ver con la inserción sociolaboral de las mujeres que están 
allí con privación de libertad. 


En los últimos tres años también estamos interviniendo en la situación de sus núcleos 
familiares, es decir, trabajando en la construcción de una hoja de ruta que facilite el egreso. Esta 
palabra —que se menciona de manera repetida— se construye con bastantes pocos elementos a la hora 
de pensar en poder transitar la etapa de la privación de libertad como de transformación sobre las 
personas y no solamente desde una perspectiva de encierro y castigo. 


Justamente eso es parte del problema que hoy tenemos en el sistema penitenciario, cuyo 
momento bisagra se dio, de alguna manera, con la visita del señor Nowak —en el año 2009-— a través 
de su informe de recomendaciones. Precisamente, la semana pasada acá en el parlamento se lo 
mencionó bastante a partir de la presentación de las Reglas Nelson Mandela. 


Básicamente, la intención de nuestra visita es la siguiente. Nosotros sabemos que esta 
comisión mañana estará visitando las obras que tendrán como destino la unidad de El Molino y si bien 
nos consta que no se cerrará, marcamos nuestra posición encontrada —como colectivo de 
organizaciones— con el traslado en esas condiciones. Sí reconocemos que es necesario superar 
algunos problemas edilicios del local actual, que no es propiedad del Estado, sino que está en régimen 
de alquiler recientemente asumido por el Ministerio de Interior —antes por parte del Ministerio de 
Desarrollo Social- con un pase en comodato de ese local para uso de ese ministerio. Si bien hoy por 
hoy, reitero, el local está superado por algunas condiciones edilicias que tenía y presentaba al inicio, 
cuando se abre el centro, cabe señalar que parte del agravamiento de esos problemas responde a una 
mala política de gestión en relación a su conservación y reparación. 


Por otra parte, como centro sí fue capaz de construir otras condiciones para la privación de 
libertad, que son condiciones que nosotros hoy, como colectivo de organizaciones, vemos que se 
afectan con este traslado por el lugar de destino donde el centro va a estar ubicado ahora. Se trata de 
un centro penitenciario femenino general, con una planta baja donde, más allá de que con algunas 
obras el Ministerio del Interior y el Instituto Nacional de Rehabilitación pueden decir que estos 
problemas se superan, se aísla a la población que allí se va a albergar y no deja de ser un entorno 
carcelario. Hay muchos informes de recomendación en los que se habla de la escalabilidad de los 
centros, de poder tender a centros de menor escala, en los que puedan proponerse otras actividades y 
la integración con el medio abierto. De alguna forma, El Molino como propuesta lo había logrado. 


Este traslado es un retroceso en materia de humanización carcelaria, un retroceso en 
derechos. En este punto podemos remitirnos, de alguna manera, a algunas cuestiones que dejó 
planteadas el señor Incalcaterra la semana pasada, cuando también se presentaron las Reglas Nelson 
Mandela. Él decía que Uruguay reúne algunas condiciones en función de su dispersión geográfica, de 
su volumen en términos de población, que permitirían pensar en un sistema carcelario multidisciplinario 
y participativo. De alguna forma las condiciones actuales de traslado de El Molino van en contra de 
eso, no solo por el lugar que se elige ubicar al nuevo centro, sino también por la forma en que se da. 
Nosotros, desde el año 2014, desde la junta de tratamiento ampliada, que funcionaba en El Molino — 
ahora está suspendida por esta coyuntura, por órdenes del INR-, cuando apareció el rumor de una 
mudanza trabajamos sobre la posibilidad de poder elevar —como organizaciones, colectivos y equipos 
técnicos, incluido el patronato y el propio equipo de tratamiento de El Molino—, un informe que de 


alguna manera hiciera recomendaciones para poder diagramar ese nuevo centro. La Comisión de 
Género del INR también hizo lo propio, y esta decisión que hoy por hoy estamos a pocas semanas de 
que se instrumente, va absolutamente en contra de todas esas recomendaciones. Entonces, frente a 
una actividad tan completa en lo que refiere a público como fue la de la semana pasada, y teniendo en 
cuenta las recomendaciones de Incalcaterra en relación a cómo construir una política carcelaria 
modelo en este país, hoy por hoy vemos que con relación al camino que se inició en el año 2010 con 
ese cimbronazo o punto de inflexión —como lo definió la senadora Passada la semana pasada en esa 
actividad— que fue el informe Novak, estamos frente a otro punto de inflexión, porque hoy el proceso de 
humanización penitenciario, con este traslado, se ve detenido. 


Muchas gracias. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Nosotros como organización, además de integrar la mesa y estar hace meses 
movilizados en buscar una alternativa —como explicaban los compañeros—, queremos reafirmar las 
palabras de Valeria, sobre todo en lo referente a la preocupación del retroceso que significa la 
mudanza de la cárcel El Molino, más allá de los problemas edilicios que tiene el actual local. Ustedes lo 
verán mañana: cualquier persona que vaya a la Unidad 5 —es una cárcel que conozco-— se dará cuenta, 
inmediatamente, de que allí no pueden convivir niños. Esa es la verdad y no es necesario ser 
especialista en nada para darse cuenta que en esa cárcel en la que viven 350 mujeres no se pueden 
criar 30 niños. Digo esto porque el traslado no es a un edificio diferente —disculpen si hay información 
contradictoria—, sino a la planta baja de ese local, allí se sienten todos los ruidos y posiblemente es 
donde vaya a explotar el motín. Además, este lugar es donde las mujeres que habitan ese Centro 
Carcelario n.* 5, estudiaban y trabajaban, por lo que hace meses que están imposibilitadas de hacer 
estas tareas que les permitiría reducir la pena, porque allí están construyendo las celdas para el 
traslado. Toda esta modificación, afecta y vulnera los derechos de muchas otras personas por lo que, 
nuevamente, a las mujeres las tiramos para atrás. En este sistema, las mujeres ya venían de atrás 
porque no se pensó en que las mujeres cometen delitos y, por lo tanto, tampoco la forma de 
rehabilitarlas. Entonces, estas medidas también van contra las mujeres que no tienen a sus hijos allí. 


Por otra parte, quiero agregar que nosotros, además de este proceso en el que nos hemos 
reunido con varios parlamentarios, los que nos han recibido en sus despachos, hemos iniciado 
acciones para encontrar locales. Incluso, los vecinos por iniciativa propia también empezaron a buscar 
una alternativa. Nosotros no solo decimos que no queremos que se traslade este centro de reclusión 
sino que también estamos intentando abrir puertas. Nos reunimos con la Intendencia de Montevideo y 
la semana pasada enviamos a la Facultad de Arquitectura un pedido de apoyo para poder identificar un 
local que pueda cumplir con los requerimientos mínimos para no vulnerar aún más los derechos de 
esos niños. De todos modos, no hay que olvidar que nosotros pertenecemos a organizaciones sociales 
y no somos el Estado, el Ministerio del Interior o el Instituto Nacional de Rehabilitación y por eso 
nuestras posibilidades son limitadas. Queremos caminar en el sentido de encontrar una buena salida 
para todos pero necesitamos que la otra parte esté dispuesta a cambiar esta decisión que es realmente 
mala. 


SEÑOR TOMASINI.- Integro el Servicio Paz y Justicia y también la coordinación junto a Juan Fumeiro 
del Comité de los Derechos del Niño Uruguay. 


En primer lugar, quiero respaldar lo que han dicho mis compañeras y compañeros y, sobre 
todo, poner un enfoque concreto en el sentido de que no hay ningún informe estatal o no estatal que 
determine que esta es una buena acción administrativa que debe llevar a cabo el Instituto Nacional de 
Rehabilitación. Los órganos rectores en materia del sistema carcelario como pueden ser el MNP o el 
Comisionado Parlamentario, ya dictaminaron que esto es una acción totalmente regresiva en materia 
de derechos humanos. Tal vez tengamos que hurgar un poco en la historia reciente para encontrar un 
caso donde haya más voces de un lado y solo una del otro. Lo cierto es que solo hay una voz a favor 
de esta iniciativa; nadie más. 


En segundo término, hasta el día de hoy no hay una respuesta estatal de por qué se hace el 
traslado. En tercer lugar, el tema de género es un gran debe en la reforma del sistema carcelario. 
Estamos ante la situación de que se quiere trasladar a las mujeres con niños a un psiquiátrico —es 
donde residen ahora— que se utilizaba como albergue transitorio. Esa es una buena imagen de la falta 


de enfoque de género en la reforma del sistema carcelario, que todavía está en el debe y que 
esperamos se pueda solucionar, desarrollando líneas de trabajo en este sentido, puesto que ha sido 
rotundamente olvidado. 


En cuarto término, cualquiera que busque en las normativas internacionales refrendadas a 
nivel nacional, encontrará que esto es totalmente regresivo. Es de sentido común decirlo pero hay dos 
grandes calificaciones que son mujeres y hombres del sistema carcelario y en cuanto a las mujeres, la 
separación de las que tienen hijos de las que no. Si se busca en Google, se puede comprobar que 
esto está presente en cualquier normativa que el Estado ha refrendado. 


En quinto lugar, hay una cuestión simple que tiene que ver con el tema de derechos y el 
principio de normalización. ¿Qué significa esto? Que un lugar que aloje a personas privadas de libertad 
debe ser lo más parecido a un sitio extramuros. Quiere decir que debe haber dinámicas, prácticas y 
conductas institucionales que tengan que ver con el afuera. En este sentido, El Molino es lo más 
parecido al afuera que podemos encontrar. Y, por supuesto que sería regresivo en términos del traslado 
porque la cárcel de la Unidad N.* 5 es lo menos parecido que podemos encontrar a una estructuración 
en el afuera, a un lugar donde haya madres con niños institucionalizados. 


El último punto tiene que ver con una cuestión conceptual de derechos. Cuando se tiene que 
intervenir desde el Estado siempre se debe hacer el mínimo daño posible. La intervención tiene que ser 
para disminuir el daño, no para profundizarlo; y si eso no sucede no se tiene una perspectiva de 
derechos. Desde este punto de vista, no puede hacerse un traslado para profundizar, para construir 
representaciones con una densidad simbólica muy grande a los niños que se crían con sus madres en 
la Unidad N.?* 5, para retacear, para anular o para limitar derechos, cosa que de hecho va a suceder, 
como en el caso del derecho a la alimentación. Cualquiera que visite la Unidad N.* 5 se va a dar cuenta 
de eso. Y lo digo con propiedad porque Serpaj desde hace veinte años visita cárceles, pero desde 
2010 hemos visitado casi cuatro o cinco veces la Unidad N.* 9 y la Unidad N.* 5, y casi todas las veces 
lo hemos podido comprobar, como dije, en el caso del derecho a la alimentación, del derecho a la 
recreación, del derecho al contacto con el exterior en una cárcel. En una cárcel cuya gestión se 
complica, por supuesto que ellos anhelan tener cubiertas esas necesidades específicas. Los niños con 
sus madres tienen necesidades específicas y por eso se hace esa separación. 


En síntesis, la intención de abordar o de hacer una intervención generando el menor daño 
posible se hace efectiva, como lo mencionaron mis compañeros, dentro de El Molino. Es ahí donde la 
vida se desarrolla de forma más acorde a una perspectiva de derechos, comparativamente a lo que 
puede suceder si se traslada a la Unidad N.* 5. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Disponemos de poco tiempo. De todos modos, consulto a los señores 
legisladores si desean formular preguntas. De no ser así, simplemente decimos que tenemos el 
material que nos habían facilitado y también lo tienen los demás invitados; a su vez, estaremos 
enviando la versión taquigráfica de lo conversado a las autoridades correspondientes. 


Les agradecemos la visita y los datos que nos aportaron. 


(Se retiran de sala los representantes de la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de 
Libertad y de la Junta de Tratamiento de la Unidad N.? 9 El Molino). 


—La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria tiene el agrado de 
recibir a los representantes del Ministerio del Interior, doctor Charles Carrera, director general del 
ministerio; Rosario Burghi, asesora del señor ministro en materia penitenciaria; comisario mayor 
licenciado Crisoldo Caraballo, encargado del Instituto Nacional de Rehabilitación, y el señor Fernando 
Gil, de Unicom. 


Ya les habíamos informado del motivo de la reunión de hoy. Para nosotros, son de gran 
importancia los elementos que ustedes nos han entregado, así como lo que hoy nos puedan aportar 
acerca del traslado de las reclusas de El Molino al establecimiento n.” 5. En el día de mañana parte de 
los integrantes de la comisión concurriremos al lugar para ver las transformaciones que se hicieron a 
los efectos de ese traslado. 


Asimismo, quiero recordar que les enviamos el informe que recibimos del comisionado 
parlamentario, para que lo tuvieran en cuenta. Y hace unos instantes recibimos a distintas 
organizaciones sociales que no están de acuerdo con el traslado y explicaron sus razones. 


Les damos la palabra y luego de vuestra exposición quizás surjan algunas preguntas de parte 
de los miembros de la comisión. 


SEÑOR CARRERA.- Muchas gracias por recibirnos. 


Antes de venir pensaba que en los seis años que hace que trabajo en el Ministerio del Interior, 
es la primera vez que concurro a esta comisión. Debo excusar al señor ministro quien, 
lamentablemente, en esta oportunidad no pudo asistir. 


Ante todo, queremos señalar que el proceso del proyecto que fue El Molino no se acabó con 
la mudanza. Creemos que fue algo importante en su momento y que tuvo un proceso pero, por 
diferentes inconvenientes, se tomó esta decisión. Uno de los problemas que se presentaron fue que el 
edificio era un bien arrendado —es decir que no es propiedad del Estado—, y una razón de mayor peso 
aún tiene que ver con dos informes que recibimos. Uno de ellos lo presentó SAl-PPL —Sistema de 
Asistencia Integral para las Personas Privadas de Libertad—, de ASSE, y en él se establece que debido 
a deterioros y condiciones edilicias de gravedad en el local, no resulta conveniente la internación de 
madres con hijos en ese establecimiento y se recomienda que sean alojados en un lugar cálido, 
ventilado y seco. Lamentablemente, desde el año 2013 y hasta el año pasado tuvimos nueve niños 
internados, algunos de ellos en el CTI, con cuadros respiratorios de moderados a graves, y madres en 
situaciones similares, dadas las humedades permanentes y la profunda falta de ventilación en el local. 
Por suerte, esos niños tuvieron una evolución favorable. Como es de público conocimiento, en ese 
lugar funcionaba un hotel de alta rotatividad —es decir que fue pensado para otra cosa— y, por lo tanto, 
las condiciones edilicias no son las adecuadas. 


Asimismo, tenemos un informe del Área de Infraestructura del Ministerio del Interior que 
comunica que se constató la situación precaria del edificio y la imposibilidad de dar una solución o 
reparación, debido a que las causas redundan en numerosas patologías de profundidad estructural en 
habitaciones, pasillos, cocinas, azotea, subsuelo y lavadero. Si no me equivoco, los señores 
legisladores han tenido acceso a ese informe; de lo contrario, lo dejaremos para su distribución. 


Debido a la situación compleja que tuvimos allí el año pasado, y dados los informes 
presentados en torno al tema salud, tomamos la decisión de no remitir más madres con niños a ese 
establecimiento y nos pusimos a trabajar rápidamente en la habilitación de una nueva infraestructura. 


Nuestra intención política, a largo plazo, es la construcción de una nueva unidad que sea 
totalmente independiente y que esté en el predio de lo que es el centro n.? 5. 


En una definición a corto plazo tenemos los estudios técnicos realizados por nuestros 
profesionales, que señalan que un lugar adecuado, que ofrezca garantías desde el punto de vista 
edilicio, con mayor amplitud y aprovechamiento de espacios para la realización de diversas tareas, es 
un sector independiente en el predio ubicado en el centro n.* 5. Concretamente, nos proponemos que, 
en el predio donde está el inmueble o la unidad n.* 5, tengamos un espacio totalmente independiente 
para albergar a las madres con hijos. 


Además, la Dirección Técnica que está al frente del centro n.* 9 —Centro madres con niños— 
va a permanecer trabajando en forma totalmente independiente. 


El cambio que pretendemos realizar responde a la necesidad de dar una solución a un 
problema que consideramos grave y es de nuestra responsabilidad institucional resolverlo. 


Tomando en cuenta lo dicho anteriormente, se decidió la remodelación en el predio señalado 
con la consideración que la misma asegure la independencia total de las unidades, no solo desde el 
punto de vista estructural, sino también desde su funcionamiento, dirección y gestión, manteniendo la 
misma estructura de funcionamiento que se tiene en la actual unidad n.* 9, sin vulnerar los derechos 
adquiridos de las madres y sus hijos. Las mejoras se plasmarán en un amplio y decoroso alojamiento; 
en el acceso a los servicios médicos; en una alimentación saludable, balanceada y nutritiva, acorde a 
las necesidades de dicha población; en el desarrollo de actividades educativas y laborales de las 
madres con sus hijos; así como en la coordinación y apoyo con organismos y asociaciones civiles que, 
hasta la fecha, se han vinculado a la unidad para el seguimiento de esa población. 


Ese grupo social que hoy fue recibido por esta comisión para nosotros es de vital importancia 
que siga en coordinación con el centro n.* 9. Existen posibilidades de seguir trabajando allí, de 
continuar apoyando y para nosotros es muy importante que nos acompañen en esta nueva etapa que 
vamos a inaugurar. 


Es de destacar también el incremento en ocho plazas en esta nueva ubicación de la unidad n.* 
9, por lo que la capacidad real será de treinta y cuatro personas en relación a las veintiséis actuales. 


En cuanto a las características del espacio que será destinado a la unidad n.” 9, madres con 
hijos, se cuenta con habitaciones que van a alojar de dos a cuatro madres junto a sus hijos y 
habitaciones para embarazadas. Están previstas, además, habitaciones para la visita íntima, para 
aquellas que lo soliciten. Cuentan con espacios abiertos —patio y parque— y cerrados, de uso común, 
tales como comedor diario, cocinas, baños, ducheros y un lavadero, adecuados a las características de 
madres y niños. 


Asimismo, existen otros espacios de uso común para compartir los días en que, por las 
inclemencias del tiempo, no se pueda acceder a espacios al aire libre, como el salón de visitas y el 
salón de usos múltiples. También cuentan con el área de oficinas y el área de salud que abarca la 
atención general, esto es, salud mental y enfermería. Además, se están haciendo gestiones con ASSE 
para contar con la presencia permanente de un pediatra. 


Actualmente —pido al director del INR que me corrija si estoy equivocado-, en el centro n.* 9 
hay ocho niños con sus madres y en el centro n.* 5, seis niños con madres. Realmente nos estamos 
proponiendo introducir un cambio cualitativo en el desarrollo de las políticas de madres con niños en el 
sistema penitenciario. Estamos realizando una serie de acuerdos con instituciones públicas —como 
Uruguay Crece Contigo, el Mides, INAU y ASSE-, mediante los cuales nos tenemos que comprometer 
a asegurar lo necesario para que esos niños comiencen una trayectoria adecuada. Es decir que los 
compromisos que estamos asumiendo apuntan a que exista una dieta adecuada —como ya dije, la 
asistencia en salud—, que se trabaje en la estimulación de esos niños y se asegure la participación en 
los centros educativos. 


La semana próxima se va a firmar un protocolo un poco más amplio con diferentes 
instituciones, que tratará sobre el alojamiento en unidades de internación de mujeres responsables de 
niños, niñas y adolescentes. En primer lugar, se creará una comisión interinstitucional de carácter 
nacional que realizará el seguimiento periódico de la situación de los niños y niñas que se encuentran 
alojados con sus madres en unidades de internación del Instituto Nacional de Rehabilitación. Esta 
comisión supervisará la situación de los niños y niñas en aspectos relativos a desarrollo, salud, 
educación y convivencia, y todo lo que garantice sus derechos, teniendo en cuenta el interés superior 
seccionado por unidad o por zona. Este protocolo establecerá cómo se trabajará con la mujer 
embarazada en las unidades de internación. El equipo técnico de estas unidades deberá remitir un 
informe al juez acerca del embarazo de toda mujer que ingrese a la unidad de internación, así como 
cuando una mujer privada de libertad quede embarazada durante su reclusión. En caso de embarazo 
de una mujer privada de libertad que ingrese a una unidad de internación, así como de una mujer que 
ya esté alojada allí, se deberá extremar la supervisión de las condiciones relacionadas con la dieta, el 
alojamiento en áreas adecuadas, la atención médica específica, las actividades educativas y laborales 


que realice, y todo aspecto que pueda afectar el normal desarrollo de sus condiciones sanitarias 
durante ese período. Asimismo, se analizará la pertinencia de la aplicación del artículo 131 del CPP, en 
la redacción dada por el artículo 8.” de la Ley n.” 17897, que prevé la aplicación de prisión domiciliaria 
y otras medidas alternativas para mujeres embarazadas. 


Debo decir que tanto el Ministerio del Interior como el Estado uruguayo han hecho un gran 
esfuerzo económico —lo cuento para que lo sepan, porque ustedes integran una comisión que trata 
esta temática— para contar con tobilleras para el caso de la prisión domiciliaria. Una de nuestras 
iniciativas era, precisamente, que las madres con niños pudieran acceder a ese beneficio, sin embargo, 
con mucho dolor debemos decir que a pesar de que trabajamos con los diferentes actores que tienen 
que intervenir en esta política pública, nunca pudimos utilizarlas. En definitiva, debemos 
extremar nuestros esfuerzos, porque están dadas todas las garantías para que una mujer embarazada 
que está por dar a luz, por tener a su hijo, pueda acceder al mencionado beneficio, de la misma forma 
que puede hacerlo después del nacimiento. Me parece que es algo sobre lo que tenemos que trabajar 
y hacer un esfuerzo, sobre todo en este ámbito donde se encuentra representado todo el sistema 
político. 


Este protocolo también trata sobre el nacimiento de un niño o niña cuya madre se encuentra 
alojada en una unidad de internación. En todo nacimiento de un niño de una persona privada de 
libertad alojada en una unidad de internación deberán extremarse las atenciones relacionadas con la 
dieta, el alojamiento en áreas adecuadas, la atención sanitaria, la revisión de las actividades 
educativas y laborales que realice, y todo aspecto que pueda afectar el normal desarrollo de los niños y 
sus madres durante este período. 


Asimismo, este protocolo trata el tema de las visitas a las unidades de internación —primera 
visita y contacto—, donde el Instituto Nacional de Rehabilitación dispondrá horarios especiales para la 
primera visita que realicen niños, niñas y adolescentes a una persona privada de libertad que se 
encuentre alojada en una unidad de internación. Los horarios diferirán de lo dispuesto para las visitas 
regulares del área donde se encuentra alojada la persona, procurando así que el trámite de ingreso se 
reduzca significativamente a fin de habilitar las visitas. 


En cuanto a las visitas en unidades de internación y a la gestión de contacto durante la 
privación de libertad, el Instituto Nacional de Rehabilitación procurará no limitar el ingreso de niños, 
niñas y adolescentes en calidad de visita, salvo en las situaciones en que se ponga en riesgo su 
integridad física. Se buscará la creación de espacios amigables en donde se desarrolle la visita con 
niñas, niños y adolescentes, y se definirán —como complemento al presente protocolo o normativa 
diferencial— el respeto al trámite de ingreso, las prioridades para el ingreso, las modalidades de revista 
corporal, etcétera. 


También hay un capítulo especial en lo que refiere al arresto o prisión domiciliaria, donde las 
visitas a la unidad de internación y la gestión de contacto durante la privación de libertad 
corresponderán a la OSLA —Oficina de Supervisión de Libertad Asistida—, al igual que las gestiones y 
trámites ante el Poder Judicial y demás instituciones pertinentes, con el fin de que la persona pueda 
participar en actividades fuera del domicilio cuando ellas formen parte de la crianza de niños, niñas y 
adolescentes. 


Se trata de un protocolo que se va a firmar la semana próxima, en cuya confección 
participaron el INAU, Uruguay Crece Contigo, Unicef, la doctora Maynard y el doctor Javier —juez de 
familia especializado- en representación del Poder Judicial. Entonces, participaron el INAU —como ya 
mencioné—, nuestras unidades y el comisionado parlamentario, que primero participó cuando integraba 
Unicef y después lo hizo como comisionado parlamentario. Creo que este documento es muy 
importante porque marca una ruta de trabajo interinstitucional, que es la nueva etapa que queremos 
inaugurar. 


Quiero contar otras dificultades que hay para que podamos dimensionar la situación y 
tengamos la cabeza abierta —no sé si es la expresión más adecuada-— para atender esta problemática. 
El señor ministro y quien habla les hemos dicho a nuestras autoridades del Instituto Nacional de 
Rehabilitación que tenemos que ser más audaces en el tratamiento de esta problemática y, además, 


tenemos que tener un protocolo claro en lo que respecta, por ejemplo, a la atención de las 
embarazadas. En este sentido, le he planteado esta problemática a Uruguay Crece Contigo y ellos 
comparten nuestra posición. Tener a las mujeres embarazadas con medidas de seguridad, como por 
ejemplo, con esposas y demás condiciones en las que están, puede generar las condiciones para que 
tengan un embarazo de alto riesgo obstétrico. Además, tenemos que asegurar a estas mujeres un 
estado emocional adecuado, y en ese sentido son muy importantes las actividades que ellas 
desarrollan; quiere decir que tenemos que trabajar sobre su estado anímico porque este impacta 
mucho en la crianza de sus hijos. Por eso es fundamental que estas organizaciones sociales sigan 
participando. Ya hemos resuelto que Sanidad Policial disponga de dos psicólogos para atenderlas 
cuando se inicie esta otra etapa. También tenemos que solicitar al CAIF que instrumente otras formas 
de trabajo con estas mujeres y sus hijos porque nos es muy dificultoso que esos niños ingresen al 
sistema educativo, lo que, además, resulta muy positivo para ellos porque se produce un cambio 
sustancial a raíz del relacionamiento con otros niños en esos centros. Esas madres tienen mucho 
temor, por ejemplo, de que sus niños salgan y vayan a un centro educativo en el mundo exterior —por 
decirlo de alguna manera-—, entonces le tenemos que pedir al CAIF que tenga un programa de trabajo 
especial con ellas, un programa de adaptación diferente; no se le puede brindar lo mismo que a otras 
madres que están en libertad. Por ejemplo, hay compañeras que trabajan en esta temática que 
comentan que estos niños no tienen cosas básicas, como ser, un cuaderno viajero en el que se pueda 
leer cuáles fueron las actividades que realizaron. 


Otro tema del cual nos tenemos que preocupar muchísimo es el del egreso de esos niños del 
sistema. Las autoridades políticas del Ministerio del Interior estamos convencidas de que esos niños no 
pueden estar en este sistema más allá de los dos años. Por nuestra legislación podrían estar hasta los 
cuatro años y se puede ampliar hasta los ocho, pero a nuestro juicio habría que modificar la norma 
porque creemos que estar en este sistema luego de los dos años no es conveniente para el desarrollo 
de esos niños. A su vez, también tenemos que asegurar a esos niños una continuidad en el afuera. Hoy 
los niños que están en el CAIF, en el centro Pájaros Pintados, y luego se van a otro departamento no 
tienen una continuidad porque no se les puede asegurar que sigan participando de este sistema de 
educación. 


Otro tema en el cual tenemos que trabajar muchísimo —y la sociedad civil puede colaborar con 
nosotros— es en el de asegurarle la visita de los hijos a todas las mujeres que están recluidas en la 
unidad n.* 5. Tenemos que hacer un gran esfuerzo —estamos asumiendo ese compromiso en esta 
reunión que vamos a convocar con el INAU y otros organismos del Estado— para que todas las madres 
que están allí —que son muchas— puedan tener las visitas de sus hijos. Ese es un esfuerzo que 
tenemos que hacer como sociedad porque eso también va a bajar mucho las tensiones que puedan 
existir dentro del sistema; reitero, es un esfuerzo que nos estamos proponiendo hacer. También 
estuvimos hablando con el programa Uruguay Crece Contigo a los efectos de que estas madres tengan 
un set de visita para cuando sus hijos las vayan a visitar. 


Yo dejaría por acá este tema. Después me gustaría hacerles alguna referencia al Comcar. 


SEÑORA BURGHI.- Solamente quiero ratificar lo relativo al protocolo que explicaba el doctor Carrera. 
Al respecto venimos trabajando hace varios meses con todas estas organizaciones e instituciones del 
Estado. Después de varias reuniones en las que se pusieron sobre la mesa las opiniones de cada uno 
en relación al tratamiento con los niños, esperamos que este protocolo nos ayude no solo en lo que 
tiene que ver con el proceso de detención de las madres junto con los niños, sino también en las 
actuaciones policiales en diferentes operativos. Creo que es un avance muy importante en este 
proceso que estamos viviendo con los niños. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer dos preguntas bien concretas que tienen el propósito de recabar 
información en relación con este asunto, que es delicado y que, por lo tanto, debemos abordar con la 
debida prudencia. 


Sin entrar en consideraciones subjetivas —por lo menos por ahora—, en primer lugar voy a 
hacer la pregunta más elemental: ¿en qué etapa del proceso de decisión estamos con respecto a esto? 
Me gustaría saber en qué medida esto ya es una decisión tomada irrevocable, irreversible, si tiene 


principio de ejecución o no y en qué momento, por tanto, se va a cumplir con el traslado, es decir, si el 
Ministerio del Interior y las autoridades carcelarias manejan fechas específicas. 


La segunda pregunta tiene que ver con el tema de fondo. El director Carrera expresaba que la 
solución ideal en este caso sería la construcción de una nueva unidad y que la alternativa podría ser — 
por lo menos teóricamente hablando- que esa nueva edificación, separada de la actual del CNR, se 
ubique en el mismo predio, pero físicamente ajena a la construcción que existe hoy. 


Por otro lado, si uno lee rápidamente el informe, puede comprobar que se hace una confesión 
muy evidente: el Ministerio no contaría con los recursos presupuestales suficientes como para poder 
cumplir con esa finalidad. Entonces, ahí es donde nos surgen dudas. Estamos frente a algo que 
formalmente se postula como transitorio pero, conociendo la tradición nacional y en función de las 
razones que el mismo informe invoca, todos sabemos que el riesgo de que lo transitorio se nos vuelva 
definitivo es evidente, más allá de todos los protocolos que aquí se han mencionado, de todas las 
prevenciones que se tomen y de las diligencias que se cumplan a los efectos de arropar y contener de 
la mejor manera a estas reclusas y a sus hijos pequeños. 


Ahora bien, allí ya estamos en un plano que el comisionado parlamentario nos señala como 
no recomendable. Más allá de la participación que haya tenido el comisionado parlamentario en la 
interacción con las autoridades con relación a este tema, ha hecho un informe muy categórico en el 
que desaconseja que las reclusas —y particularmente los menores con las reclusas— estén en el mismo 
edificio o en la misma estructura edilicia —en este caso del CNR—, aunque en forma separada, por las 
razones que aquí se invocan y que yo no voy a repetir. Allí es donde nos asalta la duda: ¿el Ministerio 
da por resuelto el tema con este traslado y, por lo tanto, considera haber cumplido con todo lo 
necesario a partir de todas las precauciones que se adoptaron o se van a adoptar, o eventualmente 
buscará una salida para construir una nueva edificación que, repito, me parece que surge como 
complicada y difícil por las mismas razones que el Ministerio invoca? 


En concreto, me interesa saber las dos cosas que mencioné: en primer lugar, si esto ya se 
ejecutó —y si no, cuándo se va a hacer- y si la decisión es irrevocable; en segundo término, si estamos 
en el plano de lo definitivo —aunque en principio se diga que esto es transitorio— o si, en todo 
caso, se va a buscar una solución mejor con el correr del tiempo. Por supuesto, el correr del tiempo 
puede significar que los menores afectados e involucrados sufran consecuencias irreversibles por los 
aspectos emocionales destacados por el doctor Carrera y porque, como todos sabemos, en esa etapa 
de la vida se define la personalidad en lo que tiene que ver con lo afectivo y lo intelectual. Son niños 
que están en la primera etapa de su formación; entonces, cada día, cada semana, cada mes que pase 
sin que se cumpla con lo pautado, reitero, puede acarrear consecuencias irreparables. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Antes que nada, saludo a la delegación que nos visita. 
Quisiera hacer algunas consultas y algunos comentarios. 


En primer lugar, para mí es muy importante que la semana que viene se apruebe el protocolo 
al que se hacía mención. Desde el comienzo mi secretaria, la señora Beatriz Núñez, ha concurrido a 
todas las reuniones de elaboración de este protocolo, que hemos analizado, corregido y apuntalado. 
Debido a una diferencia de carácter administrativo no se pudo firmar la semana pasada, pero 
enhorabuena porque el protocolo ya está hecho y los marcos protocolares son fundamentales. 


Por otro lado, el año pasado concurrimos no a El Molino, sino al CNR de mujeres, como se le 
llama comúnmente, a visitar el lugar en el que eventualmente serían alojadas las mujeres privadas de 
libertad de El Molino. Nos presentamos allí junto con la presidenta de la comisión, con la asesora de 
cárceles Rosario Burghi y el comisionado parlamentario, con quienes hicimos una recorrida e 
intercambiamos criterios. Precisamente, se tuvieron en cuenta algunos de los criterios propuestos por 
el comisionado parlamentario, sobre todo los vinculados a la forma de ingreso y de separación del 
sector de estas madres del ala general de mujeres privadas de libertad. 


En ese entonces también nos informamos sobre las dificultades edilicias. No soy arquitecta ni 
nada que se le parezca, pero puedo decir que tomamos contacto con las patologías edilicias que tiene 
la construcción de El Molino y la posibilidad de que exista una napa o un arroyo que podría correr por 
debajo, lo que implica que haya una humedad endémica, con todo las consecuencias que ello conlleva 
en la salud de los niños. Tenemos muy claro ese tema, como también tenemos claro el informe de 
ASSE. 


Ahora bien, nos parece importante reafirmar en esta comisión que esta solución que tenemos 
por delante es de carácter transitorio y que la idea es poder establecer un lugar físico en condiciones 
más convenientes que las que tiene esta alternativa; la menciono así porque así me lo trasmitieron: es 
una solución alternativa. Por supuesto que tiene el beneficio de mejorar las condiciones edilicias y todo 
lo vinculado a la salud y demás, pero debemos reconocer también que con esta medida le quitamos 
espacio a un establecimiento que lo dedicaba a actividades de otra naturaleza con las mujeres 
privadas de libertad. Por lo tanto, reafirmo que es una solución transitoria, que no puede ser definitiva 
por las dos circunstancias que planteé: la calidad que se requiere para las madres con niños, para los 
niños por todos los elementos mencionados, pero también para el resto de las mujeres privadas de 
libertad radicadas actualmente en esa edificación. Esto tiene algo de parecido con el planteo que hizo 
el señor legislador Abdala en cuanto a estimar los tiempos en los que podríamos estar buscando una 
solución más definitiva a esto, independientemente de que tengo claro que el arraigo que tiene hoy la 
población de El Molino en el barrio genera una empatía muy importante e implica un trabajo social más 
que valorable. Lógicamente, cualquier mudanza implicará todo un acostumbramiento nuevo y 
complejo. Teniendo en cuenta todo lo que se planteó vinculado a la responsabilidad de cómo los niños 
siguen su vida en el exterior, hay que tener claro, por lo menos, en qué tiempo estimado de transición 
están pensando a los efectos de que las dos situaciones planteadas puedan ser contempladas. 


SEÑOR BESOZZI.- Antes que nada quiero agradecer la presencia de la delegación del Ministerio del 
Interior. 


Enganchando las intervenciones de los señores legisladores Abdala y Payssé, quiero decir 
que el hilo del tema de dónde están hoy es fino. Uno escuchaba al grupo de vecinos que concurrieron 
hoy y pensaba en ese equilibrio que hay que buscar entre el bienestar actual y el de un edificio al que 
se pueda llevar provisoriamente a esas personas. Al parecer, eso podría demorar porque hoy los 
recursos no estarían ni siquiera para iniciar las obras y llevar allí a estas madres con hijos. Me parece 
que ese equilibrio no va a ser fácil, pero escuchando al grupo de personas que vinieron, me surge la 
duda de si esto ya está decidido. Pregunto: ¿se puede decir hoy que esta medida se lleva adelante por 
las condiciones del edificio y porque, además, no es propiedad del ministerio? ¿La conclusión, por ello, 
termina siendo que hay que trasladar de ahí a estas mujeres privadas de libertad o todavía existe la 
posibilidad de enmendar lo que hoy se tiene permitiendo que, en algún momento, esté pronto lo otro, 
que es posible que demore dos o tres años? Es posible que el miedo que tengamos todos sea que 
suceda lo que a veces pasa en nuestro país, es decir, que lo provisorio termina siendo algo, no 
definitivo, pero sí que se mantiene durante mucho tiempo. 


Entonces, hay que tratar de buscar ese equilibrio entre el sitio donde parecería que esas 
madres con hijos tienen un lugar donde pueden desarrollar una vida mucho más digna y con mucho 
más espacio para hacer sus cosas, y el lugar adonde van a ir, donde parecería que todo es más 
complejo. Habría que ver si no se puede hacer un esfuerzo en ese sentido. Hace un rato, con la señora 
legisladora Ayala decíamos que en las intendencias a veces nos pasaba que terminábamos alquilando 
casas y arreglándolas un poco a la espera de que, algún día, pudiéramos hacernos de un lugar para 
desarrollar la actividad que fuera. 


Reitero que habría que ver y estudiar a fondo esa posibilidad, aunque es posible que hoy el 
planteo llegue muy sobre la hora y no haya tiempo para ello, pero me parece que puede ameritar el 
análisis correspondiente. 


Gracias. 


SEÑOR CARRERA.- Primero quiero decir que esta es una decisión que ya está tomada y estamos en 
una etapa de ejecución. Estamos trabajando a todo vapor para cumplir con la mudanza a finales de 


julio de este año; esa es nuestra intención. Ya se está ejecutando la obra y creo que los señores 
legisladores mañana van a ir a visitarla para conocerla. La decisión ya está tomada. 


Diría que no me gusta cuando se dice que hay falta de recursos porque creo que tenemos los 
recursos para generar las políticas públicas; eso es así. El informe fue elaborado por la asesoría y hace 
mención a eso, pero ellos quisieron aludir a esta etapa, al hoy, y en el hoy no hay recursos. En nuestra 
planificación está previsto hacer una licitación pública el año que viene para iniciar esa obra. En ese 
sentido, pensamos que a fin del año que viene podremos iniciar esa obra definitiva o esa solución 
ideal, como la llamaron algunos de ustedes. Me gustaría que eso quedara claro. Creo que con ello le 
estoy dando respuesta a la señora legisladora Payssé cuando preguntó por la fecha de realización de 
esta obra. 


La sociedad civil de la zona de Colón ya está comprometida a recibir a estas mujeres con 
niños y hay un compromiso social muy fuerte. De todos modos, como autoridades del Ministerio nos 
gustaría dejar claro que los visitantes que entraron hace un momento a esta comisión —que son 
personas que también dialogan con nosotros— tienen las puertas abiertas en la institución. 


Por otro lado y respondiendo a otra interrogante, digo que no se pierde espacio para las 
mujeres privadas de libertad ya que fue ocupado en otra zona del establecimiento. 


En cuanto a la pregunta del legislador Besozzi de si existe la posibilidad de hacer una 
enmienda, señalo que no es posible. Como dije hoy, ese lugar que estaba arrendado está con el 
contrato vencido. El año pasado realizamos una negociación con el propietario pero pedía un precio 
desmedido. Por esa razón tomamos la definición que mencioné antes. Hoy no es un monto tan 
elevado. El precio original lo pagaba el Ministerio de Desarrollo Social y como quería solucionar esto 
nos planteó que nos hiciéramos cargo nosotros, lo que es correcto. Fue así que comenzamos la 
negociación con el propietario pero, como dije antes, no pudimos llegar a buen puerto. 


Un dato que quiero que tengan presente es que hoy en El Molino hay 9 mujeres con niños y 
en el CNR femenino —que es el centro número 9- hay 14 mujeres con niños. Quiere decir que esta 
problemática ya la tenemos instalada en el CNR femenino y le queremos dar solución porque también 
deseamos dar dignidad a esos niños. Esa dignidad se lograría a través de estos acuerdos que estamos 
realizando y de este protocolo del que participó la señora legisladora Payssé. 


Como dije anteriormente, deseamos iniciar una nueva etapa en la que se involucre en mayor 
medida a programas como Uruguay Crece Contigo que, como se sabe, desarrolla una serie de 
políticas públicas muy importantes, que pueden colaborar muchísimo con nosotros en el apoyo a estas 
madres con niños. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si estamos de acuerdo, pasaríamos a analizar el tema siguiente relativo a la 
información que habíamos solicitado al Ministerio respecto a la situación del Comcar. 


SEÑORA GELMAN.- En su exposición el doctor Carrera hace mención a que tenían prevista la 
posibilidad de la utilización de tobilleras, pero que no fue posible por una cuestión de articulación con el 
Poder Judicial. Quiero que me corrija si esto no es así. Me gustaría que ampliara el punto a los efectos 
de saber por qué no se ha logrado implementar la utilización de esos dispositivos en los casos que se 
mencionaron. 


SEÑOR RADÍO.- En realidad, solo tengo una duda. En principio, no conozco el centro número 9 pero 
las razones que se han esgrimido parecen atendibles y no tenemos por qué dudar de la información 
que se nos ha brindado. Igualmente, se hicieron gestiones para renovar el arrendamiento. ¿Para qué? 
Si entendemos que en el centro número 5 se va a recuperar la dignidad de estas mujeres, para qué se 
hicieron gestiones para arrendar nuevamente un predio que se supone que no cumple los requisitos 
mínimos. Me parece que ahí hay una incongruencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARRERA.- Con respecto a la consulta de la señora representante Gelman debo decir que 
contamos con un protocolo de trabajo con el Poder Judicial acerca de cuáles son las situaciones en las 
que se puede disponer la utilización de esta herramienta. Ese protocolo fue acordado entre los técnicos 
del Ministerio del Interior y del Poder Judicial. ¿Por qué no se aplica? Creo que se trata de un tema de 
cultura institucional. Hemos dado pasos muy importantes en la Comisión Multipartidaria que ha 
convocado el señor Presidente de la República. Estamos acordando la implementación y, en el día de 
ayer recibimos la buena noticia de que los señores senadores votaron la aplicación del Código del 
Proceso Penal a partir de julio del año que viene. Se trata de un cambio cultural muy importante y creo 
que a partir de ahí se abren otras herramientas para la aplicación de este tipo de instrumentos. 


Más no puedo decir pero, reitero, me parece que estamos ante un tema de cultura 
institucional. 


En cuanto a lo manifestado por el señor representante Radío, no existe una incongruencia; 
siempre consideramos que el lugar no es el correcto. Antes de que ASSE nos hiciera llegar estos 
informes y de que se diera la situación del invierno pasado, habíamos comenzado a conversar. Las 
negociaciones comenzaron cuando culminaba el período anterior, a fines del 2014. Reitero, ese brote y 
el informe de ASSE los tuvimos el año pasado. Realmente nunca habíamos tenido nueve niños graves 
internados en el Pereira Rossell. Fue básicamente por eso; no es que seamos incongruentes. Después 
de que tomamos la decisión, de que tuvimos en nuestras manos estos informes, dialogamos con 
muchos vecinos, quienes siguen sosteniendo que el mejor lugar es el establecimiento El Molino. En mi 
opinión no hay una incongruencia sino que así se dieron las cosas en el tiempo. Realmente pienso que 
el edificio no es adecuado, siempre lo sostuve, y tenemos los informes técnicos que lo comprueban. 
Además, no debemos olvidar que en el establecimiento El Molino tenemos nueve mujeres con hijos, y 
en el CNR femenino catorce en la misma situación y tres embarazadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sobre este tema no tenemos más preguntas. Si quienes hoy nos visitan 
están realizando algún trabajo acerca de la oportunidad de que los niños y niñas estén con sus 
madres; si están elaborando algún estudio respecto a la limitante y qué edad es la oportuna para que 
los pequeños puedan estar con sus mamás, les solicitamos nos lo hagan llegar. 


Como los datos que recibimos acerca de los niños figuran hasta abril de 2016, es lógico que 
en el informe que ustedes están dando hayamos detectado algunas modificaciones que probablemente 
se deban a que ya no están los niños o las madres, por lo tanto sería oportuno que contemos con los 
datos oficiales actualizados. Si bien la habilitación es a los cuatro años, hay niños de más edad en éste 
y otros establecimientos del interior del país. Por eso, si bien no vamos a abordar este tema en el día 
de hoy, sería interesante tenerlo en la agenda. 


Otro asunto que habíamos planteado, que no estaba previsto para la sesión de hoy, tiene que 
ver con la información de lo sucedido en estas últimas horas en el Comcar. Luego de que se retiren las 
autoridades del Ministerio del Interior recibiremos al comisionado parlamentario —quien personalmente 
me adelantó algunas situaciones— pero quizás algunos de los puntos que traen las autoridades del 
ministerio, de lo que ha sucedido en estas últimas horas, estén más actualizados. 


SEÑOR CARRERA.- En primer lugar queremos señalar que dentro del sistema penitenciario las 
autoridades políticas y profesionales reconocemos que tenemos una situación compleja en el Comcar. 


En la unidad número 4 creamos un comité de cambio y gestión, que precisamente tiene por 
objetivo trabajar en los cambios de gestión en los módulos 8, 10 y 11 del Comcar. 


Las primeras acciones que tomamos fueron los cambios de autoridades del Comcar, de 
manera de contar con personal a cargo comprometido con el nuevo modelo de gestión. Se han 
realizado mejoras en las instalaciones, se ha mejorado el ingreso, limpiado las instalaciones — 
formándose cuadrillas de limpieza—, generando mejoras en la unidad y tareas para las personas 
privadas de libertad. 


Asimismo, se ha realizado una importante reclasificación de las personas privadas de libertad 
que se encuentran en esos módulos, producto de lo cual se han dado decenas de traslados a otras 
unidades penitenciarias y reubicados en otros módulos. Se ha efectuado una labor de identificación de 
referentes negativos, de manera de evitar que generen disturbios y de que tengan una ubicación 
adecuada a su peligrosidad. 


Por otra parte, también se está trabajando en clave de diálogo con las personas privadas de 
libertad y sus familiares, e identificándose referentes positivos que contribuyan a la comprensión y 
apoyo de la población carcelaria, respecto del trabajo que se quiere realizar en materia de 
rehabilitación y modelo de gestión. 


Hoy mismo el comisionado parlamentario participó en una mesa de diálogo directa con cerca 
de cuarenta personas privadas de libertad que están en el módulo 10, a quienes se invita a ingresar al 
programa del polo industrial. Esa es una de las tareas. 


En cuanto a lo que llamamos «modelo de gestión en clave de rehabilitación», se está 
redefiniendo el mismo en el establecimiento, comenzando por los módulos que se encuentran en una 
situación más compleja, que son los que mencioné. 


Este modelo tiene como eje que las personas privadas de libertad se encuentren durante la 
mayor parte del día fuera de su celda, realizando diferentes tareas, ya sea educativas, recreativas o 
laborales. Para lograr este objetivo se están desarrollando dos líneas estratégicas. La primera —como 
mencioné— es el trabajo desde el polo industrial, que se encarga de gestionar la realización de 
diferentes obras de construcción con mano de obra de las personas privadas de libertad, y es así que 
deben encargarse de la reparación de diferentes módulos, de la tarea de levantar los residuos que se 
generan. Se puede destacar que ya se está trabajando en la limpieza y reconstrucción de los módulos 
1 y 2. La rehabilitación de estos módulos implica que un porcentaje importante de personas privadas 
de libertad, estarán en actividades laborales. 


Ya se está comenzando a realizar el trabajo de cara a concretar este proyecto, que implica 
ocupación y trabajo para personas privadas de libertad. Una vez visto los módulos 1 y 2, se contarán 
con más plazas. 


La segunda línea de trabajo tiene que ver con la subdirección técnica, a la que ha solicitado 
realice un plan de contingencia creando y reforzando fuertemente el equipo técnico del Comcar. El 
objetivo es tener más técnicos y más calificados para realizar un fuerte desembarco en la unidad, 
quienes deberán diseñar un plan de acción que redunde en la realización de diferentes actividades por 
parte de las PPL en lugar del encierro. Este programa ya se encuentra en su primera fase de 
ejecución. 


Otro aspecto a destacar tiene que ver con la situación del personal penitenciario. Se ha 
elaborado un diagnóstico sobre la situación del personal, civil y policial que cumple tareas en la unidad, 
lo cual ha permitido ver la necesidad de apoyar el mismo y se están viendo diferentes estrategias para 
una mejor distribución en los módulos y dentro del sistema, mejorar la capacitación, estudiar el régimen 
de horarios y mejorar las condiciones laborales, pues también es nuestra preocupación las condiciones 
de trabajo de nuestro personal. 


Desde las autoridades del Ministerio del Interior se sigue de cerca el proceso y se controla su 
evolución. Se ha generado un equipo de trabajo en el que se desempeñan los directores del Instituto 
Nacional de Rehabilitación, asesores de las autoridades, en conjunto con los directores de los 
establecimientos, de manera de realizar una construcción conjunta en la introducción de 
transformaciones en la gestión y la mejora sustancial de la situación de los módulos complejos. En este 
proceso de construcción conjunta se han mantenido varias reuniones con el señor comisionado 
parlamentario, se han escuchado sus preocupaciones y aportes, los cuales son de recibo y contribuyen 
al proceso de mejoras. Entendemos que la labor del comisionado es positiva, constructiva y de diálogo, 
y esperamos que continúe y se desarrolle, pues repetimos que el camino debe ser el diálogo y no la 


confrontación. Al ministerio, al igual que al comisionado, le preocupan los derechos humanos de las 
personas privadas de libertad, y también los de nuestro personal. 


Más allá de estas medidas concretas, se están desarrollando —y se espera lograr mejoras en 
el breve plazo— y pensando otras estrategias, que tienen que ver con la forma en que se estructura el 
Comcar, que es un establecimiento enorme, con distintos niveles de seguridad, con sus propias 
direcciones. Nosotros estamos trabajando en la división de ese establecimiento. Me acota el director 
que allí hay 3.409 reclusos, y nuestra intención es dividirlo en diferentes áreas de trabajo: que haya un 
sector de máxima seguridad, otro de media seguridad y uno de baja seguridad. Ya hay un plan y 
tenemos la intención de comenzar a ejecutarlo. 


Otra cuestión tiene que ver con la llegada de más personal civil. Se está en un proceso de 
ingreso de decenas de operadores penitenciarios, lo cual será central para la mejora de la gestión. Hoy 
tenemos concursos de operadores penitenciarios y ya estamos en la etapa del examen psicotécnico. 
Esperamos poder cerrarlo en poco tiempo, y va a ser fundamental el ingreso de estos nuevos 
funcionarios. Asimismo, realizamos un llamado para policías con función penitenciaria. Ayer se cerró el 
llamado y se presentaron más de 1.400 personas para cerca de 200 cargos. Es decir que se tiene una 
estrategia de corto plazo y se están discutiendo cambios más profundos y complejos para el mediano 
plazo, que implican profundizar el proceso de transformación del Comcar. 


Como dije al principio, el tema del Comcar es una situación que nos preocupa y por eso está 
este comité de cambio y gestión de la unidad n.* 4, en la cual participa el director del INR, el comisario 
mayor Caraballo; el psicólogo Gustavo Belarra; el subdirector administrativo, señor Alberto Gadea; la 
asesora penitenciaria; mi adjunta, la doctora Lorena Placencia; y quien habla como director general. 


Tenemos un muy buen diálogo con el comisionado, queremos traer esta información acá, 
estamos trabajando sobre el tema y, además, lo reconocemos. El otro día, por ejemplo, en la reunión 
que tuvimos en la Torre Ejecutiva, en ese ámbito en el cual participa el presidente con los delegados de 
todo el sistema político, el ministro en su informe mencionó que es una situación que nos preocupa. 


En cuanto al módulo 12, acerca del cual había una información pública de que estaban en 
huelga de hambre, ya se levantó la medida y se están aplicando allí estrategias de trabajo. En ese 
lugar hay personas que están en un régimen especial. Podríamos decir que son personas 
consideradas como los delincuentes más peligrosos del país. Allí están, por ejemplo, los que 
participaron en el secuestro de la doctora el año pasado —esas personas tenían por objetivo ingresar el 
sistema de secuestros a nuestro país, querían crear esa empresa, por lo que se consideran muy 
peligrosas—; así como también algunos delincuentes del Cerro que querían seguir la misma línea. 
Asimismo, están los homicidas de Casabó que estuvieron involucrados con la muerte del paraguayo, y 
la fatalidad con la joven en la Ciudad de la Costa. Es decir que son delincuentes muy peligrosos que 
están sometidos a un protocolo de trabajo especial. También está el homicida de la fábrica de pastas y 
el de Piriápolis. Reitero, son personas que tienen una ruta de su vida en la que, lamentablemente, se 
han dedicado a la delincuencia y son reincidentes; inclusive, ahí hasta podríamos aplicar el concepto 
de habitualidad que nos brinda el Código Penal. 


SEÑOR PENADÉS.- Agradezco la información que brindó el director general de secretaría y es lógico 
que esta reunión tenga el transcurso que está teniendo porque lo natural hubiera sido recibir primero al 
Comisionado Parlamentario, quien nos va a informar sobre esto, para nosotros después poder realizar 
las preguntas o dudas que pudiesen surgir al ministerio. Dado que se ha hecho de esta forma, nuestras 
preguntas se van a basar en un informe que seguramente las autoridades del ministerio conocen, 
elevado a los miembros de esta comisión el lunes 20 de junio, en el que el Comisionado Parlamentario 
define la situación de los módulos 8, 10 y 11 como explosiva. Así lo dice textualmente en esta 
comunicación. A su vez, esto es muy preocupante porque si hacemos números, nos encontramos con 
que en estos tres módulos se ubica el 50% de la población carcelaria del Comcar. Parecería que los 
indiscutibles y reconocidos avances que en algún momento se realizaron con relación a algunas 
circunstancias que hacían que el Comcar fuera una cárcel con graves problemas se han detenido y 
que esas situaciones volvieron a aparecer. Digo esto porque se menciona el concepto de situación 
explosiva, se dice que en estos tres módulos estaría ubicado el 50% de la población penitenciaria y se 
asevera que no tienen salidas, que el ocio es general, el encierro permanente y que no salen de sus 


celdas durante semanas. A esto se agrega el agravante que desde abril hasta hoy se han producido 
nada más ni nada menos que seis homicidios dentro de estos módulos. Esto es lo que relata en el 
informe el comisionado parlamentario. 


En síntesis, me gustaría que se explicara un poco más cuáles son las medidas que se 
piensan adoptar. El comisionado realiza una serie de reconocimientos que son compartibles en relación 
a la preocupación de las autoridades ministeriales y del INR sobre este tema, cosa que descartamos, 
pero también agrega que muchas de las soluciones que se están implementando no están siendo 
llevadas adelante con la celeridad que la situación de emergencia requeriría. En ese sentido, nos 
gustaría saber un poco más sobre estas decisiones, algunas de las cuales mencionó el director 
general, puesto que, quizás, el director del INR tiene algún aporte para hacer. Reitero que según el 
informe del comisionado parlamentario —y el reconocimiento que realiza el director general de 
secretaría—, parecería que estamos ante una situación compleja. 


A su vez, me gustaría saber si se ha podido averiguar el motivo de estos homicidios; si fue por 
ajuste de cuentas, por el ocio o debido a problemas de relacionamiento producto del grado de 
hacinamiento en el que viven los reclusos. 


También quisiera saber cuánto personal se asigna a atender especialmente estos módulos, 
tanto el penitenciario como policial en el correr de todo el día. Todos estos datos, nos permitirán 
conocer el estado de situación ya que son elementos a tener en cuenta para los análisis que hagamos 
en su momento. 


Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que el comisionado parlamentario hace 
una serie de reconocimientos hacia las autoridades en cuanto al amplio y franco diálogo que se 
mantiene y a la preocupación que éstas demuestran pero también destaca la gravedad de la situación 
actual. 


En ese sentido, quizá lo que a mí más me llamó la atención está relacionado, reitero, con el 
hecho de que el comisionado ha detectado que muchas de las medidas que se están tomando no 
cuentan con la celeridad que él entiende debería tener producto de la emergencia que se vive. Me 
gustaría conocer algunas opiniones de la delegación que nos visita. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar la palabra al diputado Abdala quiero decir que nos pareció 
oportuno que las autoridades trajeran información —y más de un colega lo mencionó— aunque de por sí 
iba a surgir y también porque la comisión va a recibir al señor comisionado. Quiero agregar que una 
vez que recibimos el informe del señor comisionado se lo enviamos al Ministerio del Interior. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer un par de consultas. Creo que las aseveraciones del señor diputado 
Penadés reflejan la preocupación que todos tenemos y que sin duda resulta de esta alarma que el 
señor comisionado parlamentario nos elevó con fecha 20 de junio. El encadenamiento de las 
entrevistas y de las comparecencias a esta comisión —por las razones que ya se expresaron— ha 
determinado que escuchemos primero al Ministerio del Interior y que después profundicemos con el 
doctor Petit sobre estos asuntos. 


Por supuesto que no voy a repetir todo lo que el señor diputado Penadés ha dicho con 
absoluta claridad, sino que simplemente quiero agregar dos consultas muy concretas. Me da la 
impresión, señora presidenta, de que muchas veces se nos superpone la realidad de estos tres 
módulos —cuya situación el señor Petit ha definido como «explosiva» y que son los módulos 8, 10 y 
11-, con la realidad del resto de la Unidad n. * 4 que sin duda hace referencia a una situación más 
amplia. Por ejemplo, si no escuché mal, el doctor Carrera en su intervención inicial habló de que a esta 
altura la mayoría de los internos salen reiteradamente de sus celdas, pero deduzco y quiero saber si lo 
hago bien o mal y si eso estaría referido a aquellos internos que están en otros módulos. Él habló del 
módulo 1 y del módulo 2, pero probablemente no esté referido a los de los tres módulos que son 
motivo de la mayor preocupación del señor comisionado parlamentario: los módulos 8, 10 y 11 que es 
donde han ocurrido los episodios de violencia concatenada a lo largo de los últimos tres meses que 
derivaron en seis muertes, pero en episodios de violencia mucho más reiterados que los que 


provocaron las muertes que hubo. El comisionado parlamentario nos ha dicho que en esos módulos los 
internos prácticamente no salen de sus celdas a lo largo de las veinticuatro horas del día, así que sobre 
este tema me gustaría que hubiera mayor precisión. 


Con relación a la ausencia de un programa socioeducativo —-que es algo sobre lo que ha 
insistido reiteradamente el comisionado parlamentario—, todos hemos podido confirmar el asidero de 
esa preocupación cuando comparecieron a la última reunión de esta comisión las autoridades de la 
Administración Nacional de la Educación Pública. El propio presidente del Codicén, el señor Netto, hizo 
una descripción muy amplia de todos los programas que están impulsando el INR y la Anep desde el 
punto de vista educativo, y este asunto prácticamente no aparece. Hay muchísimos programas en 
marcha con relación a los más diversos centros de reclusión, pero cuando nosotros preguntamos, 
repreguntamos e insistimos sobre estos tres módulos, la respuesta que obtuvimos fue que hay una 
dificultad de tipo físico. No me consta porque no he visitado este sector del Comcar, pero el centro 
educativo correspondiente o el área específica a la que concurren los reclusos para desarrollar sus 
programas educativos estaría muy distante de estos módulos en particular y entonces habría una 
dificultad de carácter material. Quisiera saber si esto es así y, en tal caso, qué se está haciendo o qué 
se piensa hacer para solucionar esta circunstancia de hecho a la que el comisionado parlamentario le 
asigna consecuencias muy graves porque la ausencia de programas específicos y de tratamientos 
socioeducativos obviamente provoca el agravamiento de esta situación y destruye cualquier alternativa 
de reinserción o de reeducación. 


Esas son las dos preguntas que dejo formuladas, sin perjuicio de que también sería 
interesante saber de qué se está hablando cuando se hace referencia a la redefinición del modelo de 
gestión, porque parece una expresión muy abstracta para una realidad tan perentoria como ésta que, 
como muy bien decía el señor legislador Penadés, se ha definido como explosiva. ¿Qué quiere decir 
reformular el modelo de gestión? ¿Qué está haciendo el ministerio? ¿Hacia dónde apunta con relación 
a eso y qué medidas o hechos concretos podemos augurar o esperar a partir de aquí en función de la 
tarea que se está realizando? 


SEÑOR CARABALLO.- Ante todo, gracias por la oportunidad que se nos brinda de poder mostrar 
nuestro punto de vista, cómo estamos actuando y gestionando esta situación que —como bien se 
maneja desde el Ministerio del Interior- es compleja e, incluso, ameritó la conformación de un equipo 
estratégico para trabajar específicamente en ella. 


Estuve tomando notas sobre las preguntas, pero les pido que me ayuden si olvidé alguna. 


Con referencia a la situación, creo que debemos tomar como punto de partida lo que es el 
sistema penitenciario uruguayo, que tiene una disparidad en diferentes aspectos, sobre todo en el tema 
seguridad. Hay que entender que estamos viviendo un momento donde la sociedad tiene un nivel de 
conflictividad alto —por llamarlo de alguna manera- y eso repercute e incide en la privación de libertad. 
Justamente, la gente que está privada de libertad llega a esa circunstancia por estar en conflicto con la 
ley y no queda ajena a lo que tiene que ver con su vida en libertad, sino al contrario, eso de alguna 
manera tiene que ver con su potencialidad, sobre todo en aspectos relacionados con la convivencia. 


En este marco, hay una circunstancia que se da en los módulos 8, 10 y 11 del Comcar. El 
módulo 11 es especificamente de primarios, pero hay que tener en cuenta que hablamos de primarios 
después de los 18 años y podemos aventurarnos a decir que muchos de ellos —y así lo confirmamos 
cuando se realizan estudios— ya tienen situaciones de conflicto con la ley como adolescentes o 
menores. Por su parte, en los módulos 8 y 10 están ubicados los privados de libertad con 
antecedentes. 


Las acciones que se tomaron fueron para descomprimir las situaciones en esos módulos. Al 
22 de junio, el Comcar contaba con 3.409 privados de libertad, aunque ese número es fluctuante. En el 
módulo 10, que es donde había la mayor cantidad de incidentes y situaciones complejas, tratamos de 
mantener lo que es la progresividad del sistema, esto es, nosotros ubicamos al penal de Libertad como 
el lugar de alta seguridad, por lo que cuando ocurrieron situaciones complejas realizamos movimientos 
hacia ese penal. También se realizaron movimientos en la interna, que tienen que ver con la 
clasificación de los privados de libertad de esos módulos para trabajar en los proyectos del polo 


industrial, que están relacionados con el área laboral. Así logramos que en el módulo 10 se bajara a 
531, cuando en su momento llegamos a tener hasta 700. Esa es una de las medidas que se 
empezaron a tomar para descomprimir la situación en esos módulos. 


También estamos tratando de reorganizar el módulo 8, sobre todo a través de las 
intervenciones deportivas y de recreación como, por ejemplo, habilitar más espacios para el patio para 
que salgan de sus celdas. También, entre otras medidas, identificamos un grupo de privados de 
libertad que podíamos realojar con progresividad, de modo de mantener en esos lugares a los que 
tienen mayor conflictividad. Asimismo, logramos que ingresaran equipos con docentes para hacer 
talleres de convivencia. Incluso el propio comisionado parlamentario participó en la unidad de talleres 
de convivencia con los internos. Más allá de esta situación —el señor comisionado hablaba de una 
situación explosiva que, obviamente, tiene que ver con los hechos acontecidos—, estamos trabajando 
en conjunto con la Policía Nacional, y la Guardia Republicana ha brindado los apoyos necesarios para 
contener situaciones que puedan llegar a aumentar la conflictividad. 


Con respecto a los homicidios, vuelvo a lo que dije antes: son situaciones de conflictividad 
entre las personas que también se dan en la vida en libertad y que muchas veces se potencian cuando 
llegan a los puntos de privación de libertad. Hemos tratado de aumentar la información de inteligencia 
del Departamento de Investigación y Análisis Penitenciario —DIAP— para que realice indagaciones 
sobre los perfiles y así poder ubicar a los privados de libertad. No se imaginan lo que implica alojar a 
una persona privada de libertad, más aún con la situación que se vive afuera; puede estar en un lugar 
o hay que ubicarlo en otro porque tiene problemas con determinado sector, etcétera. Entonces, se 
requiere todo un análisis previo, y se está tratando de evolucionar en ese sentido. 


Otro aspecto que quiero resaltar es el de las medidas que se han tomado para evitar la 
conflictividad en determinados módulos. En la zona metropolitana, cuando una persona pierde su 
libertad —es decir que el juez dictamina su procesamiento con prisión—, es derivada a la Unidad de 
Ingreso, Derivación y Diagnóstico. Antiguamente un equipo multidisciplinario le hacía un estudio a 
quien fuera alojado allí para determinar su peligrosidad, su nivel de conflictividad, analizar su delito y su 
aspecto jurídico y, por lo general, luego era derivado al Comcar. Actualmente hemos logrado —aunque 
no en la medida en que quisiéramos— que ese equipo multidisciplinario haga un diagnóstico que 
determine la posibilidad de derivación de esa persona hacia otro lugar de internación, que no 
necesariamente sea el Comcar. Creo que ese ha sido un avance que nos ha permitido descomprimir, 
ante determinados casos que no requerían, por ejemplo, de seguridad media o media alta, y poder 
utilizar el beneficio que nos da tener un sistema penitenciario en el que todas las unidades del país 
están bajo nuestro mando. Como dije, esto nos ha permitido, mediante un análisis responsable de los 
técnicos, descomprimir un poco y que no todos los privados de libertad tengan que terminar 
directamente en el Comcar. Me parece que es importante que los señores legisladores estén al tanto 
de esta medida, que nos parece muy importante. 


A veces en los temas de seguridad es muy difícil marcar los tiempos. Se puede tener el mejor 
proyecto, pero la víctima de un delito al día siguiente ya quiere una respuesta, lo que es entendible. Por 
nuestra parte, intentamos entender de cerca las situaciones —reitero lo que se manejaba 
anteriormente—; tenemos un muy buen diálogo con el señor comisionado parlamentario y estamos 
tratando de acelerar los tiempos porque cuando se trata de la seguridad, la percepción del tiempo es 
diferente. 


Como decía, hemos tratado de manejar todo esto por medio de la proyección. Para nosotros 
es muy importante poder gestionar las cuatro áreas del Comcar. Eso ya está definido, pero también 
hay que entender que todo lo que tiene que ver con la privación de libertad en Uruguay requiere un 
cambio de paradigma muy grande. Antiguamente el Comcar, que tenía 3.400 personas privadas de 
libertad —para cualquier comisario representa la población de un pueblo del interior, así que imagínense 
la conflictividad que puede llegar a tener—, estaba a cargo de una sola persona. Hoy, a través de las 
resoluciones internas y de los proyectos que se están manejando, hemos dividido el Comcar en cuatro 
áreas, tenemos un director y tres subdirectores; un subdirector se encarga del área operativa, otro, del 
área administrativa y, otro, del área técnica. A su vez, este equipo de dirección trabaja con los 
responsables de otras cuatro áreas que tienen que ver con los niveles de seguridad. Esto también nos 
está llevando tiempo de adecuación a ese tipo de trabajo. No quiero que esto sea tomado como una 


excusa, pero sí puesto sobre la mesa para que se entienda que tiene mucho que ver con el proceso. 
Los cambios a veces llevan a que se den este tipo de situaciones. 


Cuando uno empieza a revisar y a buscar diferentes abordajes en lo que tiene que ver con los 
niveles socioeducativos del privado de libertad, se puede encontrar con diferentes situaciones. Cuando 
uno integra otros programas dentro de la unidad, queda expuesto a que se generen situaciones de 
conflictividad, cuestión esta que debe ser también puesta sobre la mesa. 


El hecho de que hoy, como bien se decía, estemos trabajando en la apertura de 
oportunidades laborales e intentando sacar más gente de los módulos conflictivos —como el módulo 
10-, puede llevar a que aparezca alguna situación de conflictividad propia de este tipo de cambios. 
Obviamente que esto requiere de un aumento de nuestro trabajo pero, además, de un mayor nivel de 
concentración y de atención de nuestro personal. 


Recuerden los señores legisladores que, a veces, resultaba más fácil tener a una persona 
encerrada todo el día a tener que estar compartiendo actividades con ella como, por ejemplo, el tener 
que ir a la escuela, a hacer deporte en un patio, etcétera. Eso también implica un cambio y un proceso 
que tiene mucho que ver con un cambio de gestión en materia de capacitación del personal al que 
debemos preparar. 


Voy a repetir lo que digo siempre: la misión del INR es el privado de libertad; nosotros 
existimos por el privado de libertad. Ahora bien, si no logramos preparar a nuestro personal para que 
pueda cumplir de forma adecuada con lo que queremos, será difícil alcanzar el objetivo. Por supuesto 
que esto también debe tener una implicancia dentro del proceso en general. 


Por otra parte, me gustaría comentar algo que me parece importante. Dentro de este proceso 
de apertura, me llevé una grata sorpresa y me gustaría compartirla con los señores legisladores a 
modo de anécdota. Hace unos días se dispuso la realización de un partido de fútbol entre privados de 
libertad. De La Piedra, un lugar muy conflictivo del Penal de Libertad, vino un equipo a jugar un partido 
con el módulo 8 del Comcar. Realmente me pareció bárbaro y pensé que a lo mejor la próxima vez 
podíamos hacer un tercer tiempo. La sorpresa fue —y el señor comisionado parlamentario estaba 
presente— que eso ya estaba previsto, o sea que el partido de fútbol terminó con internos del módulo 8 
del Comcar e internos de La Piedra, del Penal de Libertad, compartiendo cosas que habían hecho ellos 
mismos. Es decir que más allá de las dificultades propias de un comienzo de gestión, el proceso lleva a 
que se den situaciones de este tipo. 


El tema de la superposición de la Unidad ya lo explicamos anteriormente. En la propia Unidad 
tenemos un módulo 9 y un polo industrial que es digno de mostrar y tener una apertura con todos para 
que lo vean, porque allí el privado de libertad trabaja. Inclusive el módulo 7 de ese polo industrial 
prácticamente se está autogestionando. En el lugar dejamos uno o dos policías —o uno o dos 
operadores— de guardia porque los internos son clasificados de tal manera que pueden salir a trabajar 
y después vuelven. ¡Pero esa es una parte de la realidad! Por eso, creo que con muy buen tino — 
aunque quizás no sea yo quien deba decirlo—, se armó un equipo de trabajo para atacar la realidad de 
estos módulos y acompasarla al resto del Comcar. Concretamente eso es lo que estamos buscando. 


Con respecto a la situación del personal, debo decir que en su totalidad vive en la ciudad de 
Rivera, lo que implica que debamos hacer un sistema de semana por semana: una semana trabaja y la 
siguiente la tiene libre en su ciudad natal. Esto lleva a que, en doce horas de servicio, si tengo 
cuatrocientos funcionarios, deba dividir entre cuatro, lo cual merma mucho la capacidad de respuesta 
ante esa situación. Creo que esto se enlaza con la respuesta que se dio anteriormente referida al 
pedido de ingresos, sobre todo de los operadores que van a trabajar puntualmente en estos módulos, 
pero también de los policías que fueron solicitados para trabajar en la parte de seguridad penitenciaria. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría saber qué plazo se ha impuesto esa comisión que se ha creado para 
sacar sus primeras conclusiones y cuándo comenzarán a operar. A su vez, nos gustaría que se nos 
hiciera llegar del detalle de quienes la integran porque así podremos convocarlos en poco tiempo para 
que vengan a rendir cuentas sobre los avances que se hayan registrado. 


Asimismo, acerca de ese sistema donde se plantean las dificultades de gran parte de los 
trabajadores que viven en el departamento de Rivera, me gustaría saber cuánto personal está 
destinado a la vigilancia y al trabajo en estos módulos. 


SEÑOR CARABALLO.- Nos hemos puesto una meta en el mes de setiembre para que, por lo menos, 
se empiecen a notar los avances. 


SEÑOR CARRERA.- Aclaro que ya estamos trabajando muchísimo y la meta, como decía el director, 
se ha puesto en el mes de setiembre. 


Hay algo para destacar con respecto a las cifras porque, por ejemplo, la cantidad de suicidios 
bajó considerablemente; es más, en este año no se registró ninguno. Me parece que esto es 
importante y vale la pena destacarlo. Nos preocuparon las situaciones de homicidios, ya que se 
registraron cinco en Comcar, pero muchos de ellos ya están aclarados. 


Sabemos que tienen que recibir al señor comisionado, pero cuando ustedes lo crean 
conveniente podemos volver para brindar información. Reitero que nuestra meta de trabajo está puesta 
en el mes de setiembre. 


SEÑORA PRESIDENTA.- He escuchado detenidamente y creí entender que el planteo general era 
dividir estos módulos en sectores. 


SEÑOR CARRERA.- Pretendemos dividir el Comcar en sectores. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Estos módulos entran en esa división? 
SEÑOR CARRERA.- Así es, señora presidenta. 

(Dialogados). 

—Dos de ellos entran en un sector. 


SEÑOR CARABALLO.- Esto es así porque uno de ellos, el módulo 11, es de primarios y en los otros 
hay gente que ya ha tenido un pasaje por allí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Esto también se plantea con la misma meta de setiembre? 


SEÑOR CARRERA.- No, señora presidenta; lo que nos hemos planteado es el cambio de gestión. 
Creo que desde el informe que presentó el comisionado hace pocos días hasta ahora ha habido un 
cambio de realidad. Se ha trabajado fuertemente en lo que tiene que ver con el módulo 10, 
redistribuyendo a las personas privadas de libertad. A su vez, la subdirección técnica está disponiendo 
que los técnicos asistan, por ejemplo, una o dos veces por semana a tener diálogo con estas personas. 


Estamos tratando de ser audaces, porque existen todos los problemas de seguridad que 
mencionaba el señor Caraballo. Esto requiere cierta audacia porque nuestra intención, desde hace 
tiempo, es que haya un cambio cualitativo. 


La división del Comcar en cuatro sería la siguiente. Por ejemplo, habría una parte de máxima 
seguridad compuesta por los módulos 1, 2, 3 y 12, cuya ejecución vamos a empezar; un régimen de 
media seguridad que comprendería los módulos 4, 5, 10, 11 y 14; el régimen de mínima seguridad que 
es el laboral, o sea el polo industrial, y comprendería los módulos 7 y 9; y un régimen especial para los 
primarios —en realidad se les llama primarios y delitos sexuales—, que sería el de ingreso, compuesto 
por los módulos 6 y 8. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El comisionado parlamentario nos solicitó que les entregáramos una copia 
del informe que va a realizar en los próximos minutos cuando lo recibamos. Eso no quita que luego de 
esta reunión, de leído este informe y de la concurrencia de mañana no pueda surgir una nueva reunión 
para formular las preguntas que se consideren pertinentes. 


SEÑOR CARRERA.- En lo que respecta a las manifestaciones del director Caraballo, decimos que en 
el sistema penitenciario uruguayo estamos llevando adelante un proceso de transformación muy 
grande. Eso hay que tenerlo en cuenta porque fue lo que se definió en el año 2010 en la 
multipartidaria, y ahora en estos diálogos que estamos teniendo con esta multipartidaria lo queremos 
profundizar. 


No podemos olvidar que el operar penitenciario que pusimos en funcionamiento en 2011 fue 
creado en el año 1986. El escalafón penitenciario fue creado en ese año porque el sistema político 
uruguayo, luego del regreso a la democracia, ya tenía el diagnóstico de un sistema penitenciario 
superado. Entonces, como fue señalado, estamos inmersos en un proceso muy grande y cuando 
hablamos de cambio de gestión, no es que queremos innovar la gestión, sino profundizar lo que 
estamos desarrollando. 


Hasta el año 2010, el sistema penitenciario uruguayo se llamaba «Dirección Nacional de 
Cárceles», y tenía competencia —como bien saben— únicamente en las cárceles de Montevideo y en 
alguna de la zona metropolitana; las demás dependían de las jefaturas. Es realmente un proceso muy 
grande, y no queremos que se tome como que es un cambio de gestión porque de lo que se trata es de 
profundizar lo hecho hasta ahora. En este proceso se prevé poner en funcionamiento el sistema de 
cárceles de participación público-privada, donde van a estar dadas todas las condiciones de 
rehabilitación de la persona privada de libertad. Nuestra intención es comenzar el período de marcha 
blanca —dicho sea de paso, a los dirigentes del Partido Nacional les gustó la denominación—- a 
mediados del año que viene y tener la inauguración en diciembre de ese año. Eso es muy importante 
ya que con eso se terminaría totalmente el hacinamiento. Además, en ese lugar van a estar dadas 
todas las condiciones para que los reclusos puedan rehabilitarse, pues tendrá la infraestructura 
adecuada y nuestros funcionarios no tendrán que encargarse de la alimentación ni del mantenimiento 
sino que van a poder dedicarse a la rehabilitación. 


Es cuanto quería informarles. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias a ustedes. 


(Se retiran de sala los representantes del Ministerio del Interior). 


(Ingresa a sala el señor comisionado parlamentario, doctor Juan Miguel Petit). 


—Damos la bienvenida al comisionado parlamentario, a quien le pedimos disculpas, porque se 
nos ha extendido bastante la reunión en el día de hoy. 


Tenemos su informe y le comentaba a los miembros de la comisión que también hemos 
mantenido algunas conversaciones telefónicas y que el Ministerio del Interior nos ha suministrado 
algunos datos. Por supuesto, tendremos la oportunidad de leer detenidamente el informe, pero nos 
interesa que nos haga, por lo menos, alguna síntesis de lo que aquí se plantea. 


SEÑOR PETIT.- Antes que nada, agradezco que me hayan recibido con prontitud ante mi planteo de 
que quería tener una reunión con ustedes, en particular, por la situación de los módulos 8, 10 y 11. Sé 
que la jornada ha sido agotadora y larga. 


Los elementos están escritos en el informe, pero quiero hacer algunos comentarios. En primer 
lugar, quiero decir lo siguiente. 


Anoche me quedé hasta tarde releyendo este documento y hoy de mañana fui al Comcar — 
porque estamos haciendo una actividad todos los jueves— y volví a recorrer los módulos 8, 10 y 11. 
Pensaba en lo difícil que es a veces construir un discurso público y una mirada sobre estos temas, ya 
que, por un lado, hay una gran cantidad de problemas y, por otro, hay una gran voluntad de cambio. Es 
muy difícil ser justo, porque no está todo bien, pero tampoco está todo mal. Hay que encontrar un 
camino que sea constructivo, sin hacer ocultamiento ni publicidad. Quiero cumplir mi rol institucional — 
para mí es un honor que el Parlamento me confiera esta tarea— de ver lo que está pasando. Creo que 
las carencias y los logros de una sociedad son resultados del quehacer colectivo y, en el caso del 
sistema penitenciario, las dificultades que hoy tenemos se arrastran de la problemática que tiene el 
fenómeno del delito y de la violencia. Además, durante largo tiempo el asunto estuvo fuera de agenda 
y, por lo tanto, hay que tener presente que estos temas de derechos humanos nos convocan a todos. 
Deberíamos pensar que no son para señalar con el dedo indicador a una administración o a una 
autoridad de turno, sino que hay que decir que este es un tema de toda la sociedad; la violencia y los 
problemas están en nosotros y hay que responder a ellos. 


Para eso hay que tener información y eso fue lo que traté de aportar en este documento. Se 
trata de información acerca de lo que está ocurriendo allí. 


La primera puntualización que quiero hacer es la siguiente. En mi opinión, los módulos 8, 10 y 
11 no son simplemente tres módulos, sino lugares con una gran concentración de población: el 18,8 % 
del total de la población penitenciaria está allí. Además, en el Comcar tenemos prácticamente el 35 % 
del total de la población penitenciaria. Esto nos habla de que son macropenales y que, por tanto, deben 
ser tomados como lugares estratégicos en los que hay que intervenir. Dicho de otro modo, no es una 
cárcel más. Tenemos 30 cárceles en todo el país, pero hay una que tiene el 35 % del total de la 
población penitenciaria. 


Tomé los módulos 8, 10 y 11 como una señal de emergencia debido a que allí estaban 
ocurriendo fenómenos de violencia muy importantes. En lo que va del año se han producido cinco 
muertes: cuatro con arma blanca y una en un hecho confuso que todavía se está investigando y está 
relacionado con la guardia. Rastreamos la cantidad de heridos y llegamos a la conclusión de que, por 
lo menos, hubo 50 apuñados en lo que va del año. Digo «por lo menos» porque la información se basa 
en un sistema de registro en un cuaderno de novedades en cada módulo, pero muchas veces ese 
cuaderno no está al día; o sea, la información no está centralizada. De todos modos, estos datos 
alcanzan para mostrar la situación actual. 


Hice una comparación, prácticamente más cercana a una metáfora que a las ciencias 
sociales, que me parece que es indicativa de la recorrida que hice por los módulos, motivado por la 
preocupación de si estaría siendo justo, si estaría trabajando en la línea correcta al mostrar lo que está 
pasando, sin agrandar ni achicar. Al recorrerlos hoy, pienso que la situación sigue siendo muy grave, 
muy explosiva, bastante desesperante y que la responsabilidad no se puede adjudicar a una sola 
persona. ¡Ojalá se pudiera decir que esto es culpa de Juan, de Pedro o de Diego! En ese caso se 
podría buscar una solución fácil. Por el contrario, esto se debe a una acumulación de problemas de 
larga data. Justamente, nos encontramos con estos problemas cuando empezamos a trabajar sobre 
determinadas situaciones. 


Los siguientes datos son muy demostrativos. Uruguay tiene una tasa de 8,3 homicidios cada 
100.000 habitantes. En los barrios donde esa tasa es más alta, llega a un poco más de 30. Si 
tomáramos los módulos 8, 10 y 11 como un barrio de nuestra ciudad, la tasa sería de 295 homicidios 
cada 100.000 habitantes. Esto representa el clima que allí se vive y el porqué de la preocupación de 
los familiares. Permanentemente recibimos el planteo de los familiares —hay un grupo que se reúne en 
nuestra oficina cada quince días—, que sienten un gran temor por el problema de la seguridad. Hoy 


conversé con varios internos de los módulos de referencia —sobre todo estuve más tiempo en el 10 y 
el 11- y puedo decir que la situación es realmente compleja. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 
—En el documento está toda la información que pudimos relevar. 


Siempre que puedo, cuando me consultan, lo reitero: a veces es variable lo que se informa en 
las coberturas de los medios respecto a lo que uno dice, pero es muy importante desde el punto de 
vista institucional. Creo que el Parlamento está cumpliendo un rol de presencia en estos temas tan 
delicados y lo que denomino el interjuego institucional está siendo muy enriquecedor. Me refiero a que 
el diálogo con las autoridades es realmente muy fluido. En lo personal, he podido recorrer todos los 
establecimientos con total libertad. Precisamente, caminé solo y con total libertad por el Comcar porque 
había gente de licencia en el equipo. Así, pude entrar en los módulos y, como dije, recorrí todo. Me han 
puesto al tanto de las medidas que se están tomando y realmente creo que es muy bueno el diálogo. 


Los datos de la problemática están señalados. Básicamente son: la falta de actividades 
educativas —no voy a ahondar en los detalles; las cifras son muy claras— y la falta de personal de trato 
directo. No hay asistencia sino una mera contención. No es que el sistema esté muy bien y exista un 
sector en el que faltan educadores; estamos diciendo que en los módulos 8, 10 y 11 hay 1800 
personas. Eso quiere decir que uno de cada cinco reclusos del sistema penitenciario no recibe 
prácticamente asistencia. Hay una situación de deterioro y existe una necesidad muy importante de 
saturación educativa. 


Soy conteste de la preocupación que hay por parte de quienes están en la gestión del INR y 
del Ministerio. Fui convocado por la Dirección General donde me informaron sobre las medidas que se 
estaban tomando, que por cierto son muy correctas. También comprendo que se está enfrentando esta 
situación con los recursos que están disponibles. Es muy bueno rescatar este espíritu de no tapar el 
problema sino de tratar de encararlo. De todas maneras, creo que el problema es de tal envergadura 
que no alcanza con lo que tiene a mano el INR o el propio Ministerio del Interior. 


Dentro de los temas que están planteados, me refiero a la situación de la visita. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera saber cuál es la situación de hacinamiento específicamente en los 
módulos 8, 10 y 11. 


SEÑOR PETIT.- En esos módulos hay hacinamiento. Hoy estuve trabajando con eso y las cifras están 
incluidas en el documento. 


El método por el que optó el ministerio para medir el hacinamiento es a través de un indicador 
de densidad y toma como referencia la cifra 100. En el Comcar, por ejemplo, la densidad es 133, o sea 
que cada 100 presos hay 33 que están desbordando la capacidad. Ese es el promedio del Comcar 
que, como vemos, tiene una cantidad de espacios muy grandes. 


En los módulos 8, 10 y 11 hay hacinamiento, lo que sucede es que la situación, por 
momentos, es muy móvil. Hace un par de días vi una celda con 8 personas, mientras que hoy —debido 
a una emergencia— había 8, 9 o 10 personas. 


Debido al fenómeno de las sanciones por la rotura de barrotes y demás —por el tema al que 
aludí hace unos minutos— en el día de ayer se tomó una medida extrema, se sacó a un grupo de 
internos y se los llevó al módulo 1 que está en estado de construcción. Esto fue así porque hubo un 
problema de tensión grande en el módulo 8. 


En definitiva, en esos módulos hay hacinamiento y creo que, justamente, el porcentaje más 
elevado del sistema en general, lo está elevando la densidad registrada en ellos. Repito, allí hay un 
problema grande de hacinamiento. Esto no se da en todas las celdas, pero sí en muchas. 


Continúo con el tema de las visitas. Hay días en que llegan más de 1000 personas al Comcar 
a visitar a sus familiares. Entre las propuestas hay referencias prácticas de cómo encarar mejor el 
sistema. 


Se registran problemas grandes con las visitas. Algunos, por ejemplo, tienen que ver con el 
traslado de mercadería desde el portón de ingreso hasta los módulos de los familiares. Esto es 
realmente complejo. Se observa a veces gente que llega con bultos que pesan 15, 20 o más kilos, y 
no se ha encontrado una solución. Nosotros pretendemos que exista una solución práctica, como los 
carritos de supermercado, que permita hacer esos traslados a los familiares que, muchas veces, son 
personas mayores. Entiendo que estas son señales de relacionamiento con la familia. 


Por otra parte, hay dificultades en la aplicación de las normas, en cuanto a quién puede entrar 
y quién no, lo que genera una permanente fricción. 


Al haber faltantes o carencias en la alimentación, la familia lleva complementos, como sal, 
azúcar, fideos, etcétera y muchas veces no está claro qué se puede ingresar y qué no. No hay una 
difusión escrita, un folleto, una normativa. Al respecto, propongo en el documento que presenté 
algunas medidas que tienen que ver con eso. Por ejemplo, que en el lugar de la visita haya una 
persona a cargo, un referente. Hay visitas mejores y peores, pero permanentemente se dan fricciones, 
en tanto una persona no puede entrar con tal ropa o color, o con determinado elemento. En algunas 
cárceles hay experiencias interesantes que consiste en cortar este sistema —que genera todo un 
intercambio de bienes con un par de almacenes que están en la zona— y contar con un almacén 
interno. Esto se da en la cárcel de Canelones y en Punta Rieles. Por lo tanto, la familia en lugar de 
tener que acarrear con 20 kilos de alimentos, deposita tanto dinero —$ 500, $ 1000, etcétera— en el 
almacén, para el señor tal. De esa forma, la persona puede comprar yerba, harina o lo que precise, y 
esto queda a cargo de su cuenta. Esto funciona y muy bien en varios centros. Es algo bueno que 
podría funcionar bien acá. 


El lugar de la visita es muy malo, muy inadecuado. No hay sillas, no hay mobiliario, los baños 
están mal y es un problema. 


Como decía, se están tomando medidas muy correctas que acompaño totalmente. Hoy fui 
invitado al inicio de un grupo de internos que comenzaba a trabajar en el polo industrial. Esta es una 
experiencia notable que empezó hace un par de años y realmente está siendo un pulmón de trabajo 
dentro del establecimiento y también afuera, porque hay obras en distintos centros desde el polo 
industrial, inclusive tareas de ayuda a damnificados por inundaciones y otro tipo de adversidades. Allí 
se está por ingresar a un grupo más de personal. Se han volcado unos técnicos de las divisiones del 
INR para trabajar aquí, pero no son técnicos del establecimiento; vienen de afuera para enfrentar la 
emergencia. Son todas medidas muy positivas, muy correctas, que hablan de preocupación, que 
hablan de búsqueda de soluciones, pero que a largo plazo van a ser limitadas y no van a ser 
sustentables, porque también implican sacar gente que está con otras responsabilidades en el sistema. 


Un objetivo era ponerlos a ustedes al tanto de la situación, que creo es grave, que es una 
lástima porque hay mucha tarea educativa y de integración social que se podría hacer con estos 
jóvenes que están allí. No es un tema de mala voluntad; no es falta de voluntad política; es un 
problema que Uruguay tiene y que hay que desglosarlo y tratar de buscar alternativas para poder 
encararlo. Las medidas de emergencia, o puntuales, obviamente que pueden aliviar porque son esas 
situaciones que están tan mal que con un poquito de ayuda uno siente que mejoran, y es muy bueno lo 
que se está haciendo en el sentido de llevarlos al polo industrial, a actividades educativas. Está yendo 
un profesor de gimnasia con su equipo y sacando a un grupo de internos a hacer actividades 
deportivas, pero recordemos que en estos módulos hay gente que hace meses que no sale de su 
celda. Esa es una situación bastante extrema 


SEÑOR BESOZZI.- ¿Por qué no salen? 


SEÑOR PETIT.- Porque no hay un programa ni gente que sostenga una actividad. En el documento 
tienen la cifra de la gente que sale al polo educativo, que figura en el medio de la lámina, hacia arriba. 


Algunos pocos hacen fajina, pero eso significa limpiar el piso del módulo, repartir comida, no es 
capacitación laboral ni un trabajo, sino que es fajina, es algo mínimo. Con relación a la educación salen 
Unos pocos, pero el clima es muy desestimulante, y basta con que vayan una vez a clase para estar en 
el registro de educación. O sea que la cantidad y la calidad de ese dato es algo incierto, pero no quita 
decir que es muy bueno el emprendimiento de la comunidad educativa. Nosotros estamos haciendo un 
taller de derechos humanos. Hay muchas posibilidades de trabajo que están señaladas en el 
documento. Hay una cantidad de internos inscriptos que quieren estudiar pero no van a la comunidad 
educativa porque no hay quién los lleve. Hay otros que ya ni se anotan y algunos que sí lo están pero 
ni siquiera van porque no los pueden trasladar. Es una situación desesperante porque se ven los 
elementos sueltos, es decir, hay cosas que están pero podrían funcionar de otra manera. 


No quiero extenderme mucho más porque en el documento está toda la información, pero la 
conclusión es que esto requiere un programa institucional fuerte con recursos no solamente del 
Ministerio del Interior sino de otros. No es posible una dirección para 3.500 personas. En el documento 
pregunto si sería gestionable un liceo con el 35% de la matrícula estudiantil, o un hospital con el 35% 
de la población hospitalaria. 


No hay en los módulos un referente, una dirección, una cara visible a quien los internos 
puedan recurrir y decir: «El director me sancionó. El director me pidió tal cosa». Eso genera anomia, no 
hay una autoridad. La palabra autoridad también quiere decir «promover». Es una situación de anomia, 
tengo la sensación de que se despresurizó la cabina y se fue todo lo que tenía que ver con la 
educación y el trabajo. Entonces se va generando un proceso de deterioro en el relacionamiento entre 
las personas, por el que todo empeora. 


Frente a esto ¿Qué hacer? Hay que colocarse con humildad en la posición de las personas 
que están gestionando esto y entender que esta situación es muy difícil, no es una cuestión de 
voluntad solamente. 


Como comisionado parlamentario no me corresponde ir al detalle y sugerir la última minucia 
de una propuesta, pero sí plantear algunas pistas para el cambio. 


Creo que una de las pistas tiene que ver con cambiar la estructura institucional que tiene el 
Comcar. 


En esta lámina pueden ver la foto aérea de un complejo penitenciario en Argentina y no quiero 
entrar en detalles porque es más grande que el Comcar, pero me interesa mostrar la visual. Está 
ubicado en Florencio Varela, donde están recluidos más de 4.000 internos y se puede ver que hay 
cierta disposición racional y orden. Allí hay centros de máxima seguridad, una unidad para mujeres y 
una un poco más abierta y cada una de ellas tiene su propia dirección y equipo. Les pido que guarden 
esta imagen en la retina y pasemos a la siguiente diapositiva. 


Aquí pueden ver una realidad más reticulada, como dice Foucault, pero claramente se 
aprecia, por los colores y los edificios, que por la historia penitenciaria del país ha sido una 
construcción aluvional. Ahí tenemos un centro de máxima seguridad —de reciente construcción—, una 
iglesia, el polo industrial, la comunidad educativa, canchas de fútbol, módulos abiertos, la dirección y 
otros módulos, el módulo 8 encerrado por el portón, también hay un módulo abierto con una pequeña 
huerta, un paisaje casi bucólico frente al río Santa Lucía y toda una zona periférica con grandes 
problemas de limpieza. Tenemos la sensación de que es algo creado en forma de aluvión y que se 
fueron sumando capas sucesivas, como en la tierra. Lo que quiero trasmitir es que esto no es una 
realidad intocable; no es el glaciar Perito Moreno que no se puede tocar porque es patrimonio de la 
humanidad, esto es algo que se podría reestructurar y hacer cambios. No me corresponde decir cuál 
es la mejor forma de hacerlo pero sí dar alguna pista en el sentido de que es posible reestructurarlo. 


La tercera diapositiva muestra una posible orientación. Aclaro que no pretende ser la verdad 
absoluta porque es bueno pensar en colectivo pero manteniendo el ingreso y haciendo una entrada 
para este camino, aquí perfectamente podemos tener una unidad, lo que hoy es el módulo 8, otra 
unidad en u, donde están los módulos 10 y 11, el módulo 4 está operativo, el módulo 5 está siendo 


reparado y esta zona de aquí podría destinarse a servicios y programas. Sería mucho más fácil 
dedicarlos a aulas o para actividades, que reconstruirlos enteramente. A su vez, podría mantenerse 
esta área de máxima seguridad, con su ingreso propio y autónomo por otra parte. Entonces, habría tres 
o cuatro unidades totalmente autónomas y, obviamente tendrían que ser sustentables. En ese sentido, 
entiendo que la única forma de tener una gestión personalizada es que esas unidades tengan una 
dirección, un alcalde, un equipo técnico, sus operadores, su programa y sus planes de trabajo. 
También se podría recuperar esa zona verde que está atrás, que hoy se encuentra en pésimas 
condiciones porque hay un basural y una enorme plaga de roedores. 


Otro punto es la posibilidad de buscar nuevos socios para esto y ahí hay que pensar en la 
innovación penitenciaria, en quién más se puede sumar e instalarse en estos establecimientos. Hay 
que tener en cuenta que el Estado tiene recursos limitados y, en lo personal, he tratado de hacer 
gestiones y tender puentes entre las instituciones porque entiendo que ese es un rol del comisionado 
en cuanto a promover los derechos humanos. En este sentido, me he reunido con instituciones 
educativas, con el Codicén y el Ministerio de Educación y Cultura pero creo que es importante pensar 
de qué manera se pueden incorporar socios al trabajo penitenciario. Estoy pensando en convenios con 
sindicatos, empresas, entidades educativas privadas y organizaciones no gubernamentales. 
Seguramente, aquellas que tienen mayor dosis vocacional o de especialización, podrían trabajar con 
mucho gusto en esta área y dar una mano. Así como en el sistema educativo hay instituciones públicas 
y privadas, en este caso también podría haber emprendimientos de este tipo. 


A su vez, hago una serie de propuestas sobre el dispositivo de visitas para contar con un 
funcionamiento diferente. Creo que las cámaras son muy importantes y, en general, no hay cámaras de 
videovigilancia en los establecimientos. Lamentablemente, circula un video sobre la primera muerte, 
que ocurrió en el mes de enero, cuando hubo un enfrentamiento entre internos que duró varios 
minutos; la intervención también duró varios minutos, pero ya era tarde. El muchacho que falleció tenía 
dieciocho años. Me cuesta creer que no hubiera sido posible otra suerte para él que ese final tan 
oscuro. Como estamos en contacto con su familia sabemos que tiene una hermana que también está 
privada de libertad, pero que está tratando de salir de una situación familiar y social muy compleja. 


Asimismo, planteamos reformular el espacio de visitas y controlar con cámaras el ingreso 
porque, al respecto, muchas veces surgen distintas versiones: me dijeron tal cosa, la guardia me dijo 
esto otro, me empujaron, etcétera. Creo que es muy importante aliviar las tensiones y que la familia 
tenga un lugar para estar. Es muy común que la gente se entere de que su hijo o un familiar está preso 
O procesado y que diga que no lo sabía porque le había perdido la pista, porque se había alejado o 
porque había caído en la droga. De golpe se encuentra con esa situación y no tiene una orientación, no 
sabe a quién dirigirse; no sabe cuándo puede ir a verlo ni si puede llevarle lo que necesita. Tampoco 
sabe a quién pedirle asistencia social. Existe una unidad del INR para asistir a la familia —que fue 
creada hace poco tiempo, y fue algo bueno—, porque es importante que la información se conozca con 
mayor fluidez y accesibilidad, que haya material escrito y mayor acompañamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todavía no hemos tenido todo el detalle de la información. Después vamos a 
tener que leer con tranquilidad la versión taquigráfica. ¿Usted ya planteó esta propuesta? 


SEÑOR PETIT.- Sí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Escuché que las autoridades tienen esa lógica de trabajo y que se había 
pensado para el mes de setiembre. Quiero saber si estamos hablando de lo mismo porque como yo 
había hablado con usted y me había trasmitido esto mismo, se lo pregunté concretamente al director 
Carrera y él me explicó cómo iba a ser la separación de los módulos. Por eso le pregunto si no es la 
que están teniendo en cuenta para la transformación. 


SEÑOR PETIT.- Por lo que pude hablar con el director general y con el director del INR no es 
exactamente lo mismo. En realidad lo que se está planteando es una división por áreas con 
coordinadores por áreas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No; yo entendí claramente cómo irían los módulos. No se habló solo de las 
áreas, sino también de los módulos que se unificaríian de manera muy similar a lo que me está 
informando. 


SEÑOR PETIT.- Ya se los he planteado. Ellos sabían que en el anterior informe que le había 
presentado a la comisión había dicho que cada módulo tuviera una dirección propia. De a poquito me 
fueron trasmitiendo que les parecía plausible esa idea. No me transmitieron que ya tuvieran pensado 
hacer una división de centros. Me dijeron que pensaban hacer una sectorización del Comcar y que 
tuviera entidades con cierta especialización. No me hablaron de hacer una división y tampoco estoy 
diciendo que hacerlo de esta forma sea la mejor fórmula. En esto no hay una fórmula única. Sí me 
parece claro que hay que cambiar la forma en que se gestiona cada uno de los módulos. Pienso que 
tienen que tener una dirección y una orientación propia. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Sigue funcionando el escáner que se había instalado cuando se ingresaba por 
la puerta principal? 


SEÑOR PETIT.- El escáner funciona. Personalmente, hice un pedido de información sobre algunos 
aspectos técnicos del escáner y el Ministerio del Interior no lo ha contestado. Básicamente, quería 
conocer algunos elementos sobre su mantenimiento y el uso de dosímetros para el personal que lo 
utiliza. Si bien es un escáner adecuado para este tipo de establecimientos es muy importante el 
mantenimiento ya que la dosimetría es la clave para que esté funcionando bien. No hay ningún indicio 
de que esté funcionando mal, pero me pareció oportuno tener la información exacta de cómo se hace 
el mantenimiento, si se dan dosímetros para el personal que lo utiliza y si es necesario algún otro tipo 
de radioprotección; como dije, todavía no tuve respuesta sobre el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Suspendemos la toma de la versión taquigráfica. 


(Son las 19:56). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


